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«Parecos de nosotros los españoles son los de la Nueva España, que viven en Síbola y por aquellas partes», dice Francisco López de Gómara, porque «no moramos en contraria como antípodas», sino en el mismo hemisferio. «Austral» es el término que adoptaron los habitantes del virreinato del Perú para ubicarse. Bajo esas dos nomenclaturas con las que las gentes de Indias son llamadas en la época, la colección de «Ensayos de cultura de la colonia» acogerá aquellas ediciones cuidadas de textos coloniales que deben recuperarse, así como estudios que, desde una intención interdisciplinar, desde perspectivas abiertas, desde un diálogo intergenérico e intercultural traten de la América descubierta y de su proyección en los virreinatos.
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1.


INTRODUCCIÓN



A partir de la lectura de la Carta a los Reyes anunciando el Descubrimiento (4 de marzo de 1493) de Cristóbal Colón, ha sido lugar común afirmar, de modo muy poco diferenciado, que la motivación de la Corona española para realizar la Empresa Americana fue la codicia. Pero esta afirmación se ha repetido con demasiada frecuencia sin considerar una serie de circunstancias importantes. Colón fue castigado por la reina Isabel la Católica cuando llevó a España un grupo de indígenas con el fin de venderlos como esclavos.1 La Reina dispuso en su testamento que la población americana no debía ser reducida al ilotismo pues, siendo vasallos suyos, gozaban de los mismos derechos que los de otros reinos sujetos a la Corona de Castilla. Tales disposiciones, la prohibición del ilotismo y de la trata, además del reconocimiento de los americanos como vasallos de Castilla, fueron fijadas en las Leyes de Burgos de 1512. La primera consecuencia del sitio y toma de la imperial Tenochtitlán fue una tragedia demográfica debida a las epidemias importadas que provocaron, según algunos cálculos (Madrigal 1992: 15), tan sólo en México central, en los primeros cuarenta años desde la presencia europea en América, la muerte del 90% de la población indígena y, según los mismos cálculos, hacia 1600 tan sólo sobrevivían 20 de los aproximadamente 112 millones de indígenas en toda América. Esto apunta a un desequilibrio demográfico y social varias veces superior a lo sucedido en Europa durante la gran peste sucedida entre 1348 hasta 1352.2 Así, la explotación de la población americana para lograr un rápido enriquecimiento en las encomiendas3 halló un freno no por las leyes dictadas por la Corona de Castilla, sino por la mortandad consecuente de las epidemias. A este hecho debe sumarse que los botines de guerra, por cuantiosos que resultaran, no fueron lo suficientemente grandes para hacer económicamente atractiva la Empresa Americana. Al final, y como dato más importante, debe considerarse que si bien desde 1494 se localizaron algunas minas de oro, todas muy modestas en el Caribe, los grandes yacimientos de oro y plata del continente americano se desconocieron hasta finales de los años cuarenta del siglo XVI, después de los sucesos de Cajamarca. Esto significa que, durante más de cincuenta años, los gastos de la Empresa Americana corrieron a cargo de particulares y de la Corona de Castilla, sin barruntarse lejanamente las grandes ganancias obtenidas luego. Mas, cuestión de importancia, al momento de descubrirse los mencionados yacimientos metalúrgicos:


•ya se habían suscitado algunas de las más importantes juntas para reglar la legislación indiana;


•se habían proclamado las Leyes Nuevas de Burgos de 1542;


•se había celebrado la junta de 1548 en la que se revisó nuevamente la justicia de la Empresa Americana;


•el Emperador había decretado una prohibición de toda nueva empresa de descubrimiento y conquista;


•se iniciaba el conflicto entre Sepúlveda y Las Casas en Valladolid;


•finalmente, el Emperador consideró, por razones éticas y morales, derelinquir América si no se lograba probar la corrección jurídica de la Empresa.


De considerarse esto, se educirán las reducidas posibilidades durante más de dos generaciones de un enriquecimiento rápido. La motivación de una parte de los primeros colonos para hacer las Américas, al inicio, no fue el oro, ni el enriquecimiento por los esclavos, sino, en todo caso, la posibilidad de aquistar un ascenso social gracias a las encomiendas. Esta institución, conocida con variantes desde el Medioevo (véase nota n.° 3) y que, en parte, había permitido el surgimiento de los señores feudales, por malinterpretarse sus disposiciones, consentía, entonces sí, a muy largo plazo, la acumulación de fortuna a costa de los indígenas. Esto era posible para aquél que obtenía una encomienda y explotaba a los nativos, pero las posibilidades de grandes ganancias eran aún entonces mucho menores para la Corona. Luego se impone la pregunta ¿cuál fue el interés primario de la Corona de Castilla en los primeros 50 años, si las posibilidades de un notable enriquecimiento no se conocían? En oposición a la común opinión dictada acorde a la Leyenda Negra4 deberá aceptarse que, al inicio y en parte (subrayo esta restricción), el esfuerzo por realizar la Empresa Americana, allende las apetencias imperialistas, nació de otro afán barruntado en un empeño misionero en el tenor dictado en el frecuentemente citado testamento de la reina Isabel la Católica.5 Tal lo confirman las Instrucciones dictadas a Colón al iniciar su segundo viaje, donde no se planteó la posibilidad de una conquista, sino la de convertir a los indígenas.6 Para lo que se expondrá inmediatamente deberá considerarse que al momento de realizarse las primeras conquistas, las de las islas del Caribe y la de México, la noticia del hecho consumado es una sorpresa para la Corona entonces en crisis. En 1511 había muerto la reina Isabel, y Fernando gobernaba en nombre de la infanta Juana. En 1519 llegó de Flandes Carlos como nuevo rey de España, sin hablar español, para ausentarse al poco tiempo dejando al reino con graves problemas políticos y una guerra civil.


No pocos explican el afán misionero aplicado en la Empresa Americana nacido de un impulso evangélico que continuaba lo desarrollado durante la Reconquista.7 En mi opinión, tal impulso evangélico es un elemento más de un discurso cultural determinante para tal acto y la cultura hispánica, y que puede cifrarse en el concepto del comunitarismo cristiano, pero que no es el único elemento.8 Este punto lo explicaré en las siguientes páginas con mayor detenimiento.


Al respecto del discurso vindicativo de acciones bélicas emprendidas por los europeos en otras regiones del mundo a partir del Renacimiento, Pagden (1995: 37) identifica diferencias con respecto al discurso de justificación de acciones bélicas emprendidas en la Antigüedad por los romanos. Mientras éstos vindicaron la guerra argumentando la necesidad del Imperio y la expansión de la civilización romana, el discurso renacentista correspondiente se caracterizó, según Pagden, por un muy extendido uso de la idea del fin evangélico. Pagden (ídem) señala, no obstante, que tal sólo es localizable en aquellas empresas de expansión del primer imperialismo europeo, es decir, el sucedido desde el siglo XVI al XVIII, mientras que el posterior, desarrollado en África y Asia a partir del siglo XIX, se justificó con argumentos económicos. Coincido con su diferenciación al respecto del discurso vindicativo romano y el renacentista, pero al respecto del segundo debe señalarse que no está eximido de argumentos económicos, como lo prueba el caso portugués, motivado por tal especulación. Y también su afirmación al respecto del fin evangélico impone una mayor diferenciación, pues confunde el fin evangélico con principios teológicos, que en el caso de la expansión inglesa y la Empresa Americana española son de naturaleza diferente por mediar entre ambos la Reforma protestante. Paz (1982: 28) señala que los ingleses, tal como hicieron los colonos griegos, pretendían fundar comunidades semejantes a las conocidas en sus lugares de origen, pero, a diferencia de lo sucedido en la Antigüedad, los ingleses eran disidentes religiosos. Si bien, continúa Paz, tanto en el caso inglés como en el español, el pacto social en América fue en su origen un pacto religioso, entre los ingleses tal está marcado por el intento de escapar de una ortodoxia, mientras que en el caso hispano lo está por el empeño de extenderla. También lo dicho por Paz debe diferenciarse considerándose los principios teológicos fundamentales de cada uno de tales pactos religiosos. Los movimientos de Reforma son una tendencia restaurativa que surge como reacción a las ideas filosóficas antropocéntricas desarrolladas a partir de Anselmo de Aosta, la disputa nominalista, Tomás de Aquino y Duns Scoto. Los reformadores protestantes proponen, al defender conceptos teocéntricos de Agustín de Hipona, una restauración de ideas concebidas 1000 años antes. La motivación de los colonos ingleses en América no nació de un afán de evangelización, sino de la idea de alcanzar un espacio allende las ideas antropocéntricas desarrolladas por la Iglesia católica, en el cual pudieran cultivar la visión agustina teocéntrica del mundo que, a la postre, sustentó la idea de superioridad derivada de una supuesta selección divina. Ello explica el genocidio provocado por los anglosajones hasta muy entrado el siglo XIX y que en ningún momento, ni en nuestros días, motivó una reflexión y crítica teórica en el mundo protestante con consecuencias equiparables a lo realizado con respecto a la presencia española en América por Domingo de Soto, Francisco de Vitoria, Bartolomé de las Casas, Juan de la Peña, Alonso de la Veracruz, Luis de Molina, Domingo de Báñez o Francisco Suárez.


En oposición a tal restauración teológica protestante, el pensamiento español, como se ha dicho, continuó el desarrollo de la mencionada idea antropocéntrica. Tan sólo en este contexto se entiende que en España, con base en principios éticos y en la idea del bien común, opuesta a la potestad como fin último, Rivadeneyra, Suárez, Mariana, Nieremberg, Francisco de Quevedo, Saavedra Fajardo, Baltasar Gracián y otros desarrollaran el único movimiento antimaquiavelista europeo de consideración9, el cual ha tenido consecuencias hasta la actualidad en la evolución de la teoría jurídica del poder dentro de la cultura hispana de ambas orillas atlánticas. Así, si bien el discurso imperial del primer período imperialista europeo retomó en gran parte el discurso imperial de Roma (Lupher 2006; Pagden 1995), la grande y significativa diferencia entre la política de España y todas las restantes políticas imperiales de la historia fue la constante disputa durante más de doscientos años sobre los derechos de las poblaciones sojuzgadas, la legitimidad de los actos, y, ante todo, el intento de integrar cultural, social y jurídicamente aquellos territorios al Reino de España. Esto queda claro si se consideran fases de la correspondiente historia como las protestas dominicas de 1511; las que siguieron al asesinato de Atahualpa, que provocaron la proclamación de la bula Sublimis deus10 y, como resultado de ésta, la consecuente idea del comunitarismo cristiano; las ideas de Francisco de Vitoria y las últimas de Bartolomé de las Casas hasta la disputa de auxiliis y el sistema de Francisco Suárez (Courtine 1990). Así, el idealismo evangélico fue un episteme constituyente del discurso imperial dictado por la Corona española, pero desconocido por las restantes naciones europeas. Küpper (20022: 186) señala que, habiéndose aceptado, acorde una dilucidación teleológica, la presencia de España como una misión evangélica, los excesos y la avaricia de los europeos contravenían el sentido final del empeño. Por ello, el comportamiento de los colonos fue motivo de singular crítica. Y es que, a diferencia de terceros países militarmente interventores en regiones geográficas ajenas a la propia, la Corona de Castilla, singularidad de la historia imperialista europea, cuestionó la legitimidad de sus actos y ensayó su corrección conforme el dictado de severos principios éticos, con el fin de desarrollar estructuras culturales, políticas, sociales y económicas protectoras de la población autóctona.11


Veinte años después de la invención americana, en 1512, como resultancia de empeños dominicos, fueron promulgadas leyes protectoras de los insulanos con el fin de normar la convivencia de indígenas y europeos. Al momento de promulgarse las Leyes de Burgos de 1512 tan sólo se conocían los caníbales del Caribe, cuya basteza determinó la mira hispana y el juicio aplicado en tal legislación. Pero la situación fue otra cuando se proclamaron las Leyes Nuevas de Burgos en 1542. En ese momento se había sitiado y destruido la imperial Tenochtitlán y, de manera oprobiosa, los Pizarro asesinaron al emperador Atahualpa.12 Crónicas, cartas y relaciones  dieron noticia de los sucesos, e ilustraron las inmensas diferencias entre los establecimientos insulares y los imperios continentales. La indignación y la condena provocada por tales crímenes en los círculos letrados religiosos y universitarios de la península tuvieron como resultancia la promulgación en 1542 de las mencionadas Leyes Nuevas de Burgos. Las protestas ocasionaron el escrutinio de las condicionantes jurídicas normativas de la incorporación de terceras Coronas al dominio castellano, el cumplimiento de tales en el caso de los imperios americanos, y la potestad facultativa para dictar una legislación sobre tales cuerpos políticos. Las vicisitudes socioeconómicas consecuentes de su resolución hacia 1542 superaron la complejidad de cualquier dirección antes prevista. Mas la España Trastamara gozaba la heredad alcanzada por el contacto con culturas no cristianas, y ya tenía experiencia en aspectos legislativos correspondientes. Al inicio de tal controversia, hacia 1512, acopiáronse educciones escolásticas y jurídicas regladas con las potestades islámicas para preceptuar la enajenación eximida de culpa de intrusión. La invención de gentiles nescientes del cristianismo constriñó problemas irresolutos por la teoría y la legislación aplicada pertinente a los reinos iberos recuperados de la potestad árabe. Tales problemas tomaron matices diversos después de 1519, cuando los españoles, allende los caníbales caribes, conocen las civilizaciones maya, azteca e inca. Las discusiones sucedidas en España para resolver estos problemas han pasado a la historia, sinécdoque particularizante, por la disputa de Bartolomé de las Casas y Juan Ginés de Sepúlveda celebrada en Valladolid ante el Emperador entre 1550 y 1552. Pero ésta fue tan sólo una de muchas controversias similares, la cual, por la importancia de los contendientes, ha pasado a la historia. Antonio de Remesal anota en su Historia de San Vicente de Chiapa (lib. III, cap. 10) que hubo por lo menos nueve juntas entre 1512 y 1529 dedicadas al problema de la justicia de la intervención, la presencia española y los derechos indígenas. Lo discutido, sus participantes y los resultados apenas si nos es conocido. El número de juntas mencionadas por Remesal no es excepcional. Al contrario: desde la cuarta década del siglo XVI las juntas dedicadas a ventilar problemas relacionados con América se multiplicaron, aunque hasta ahora se ha rescatado poca información de ellas.


A diferencia de la práctica de otras naciones europeas, las cuales vindicaron su intervención en geografías lejanas con base en el título de invención, ocupación o civilización, todas las disputas desarrolladas en España se relacionaron con la interpretación de las Bulas Alejandrinas como justificación de la presencia en América. Por ello, en la descripción del marco histórico correspondiente realizado en este trabajo se revisarán las interpretaciones dadas a tales documentos. El cúmulo de problemas inquiridos en aquellas controversias se ha convenido llamarlo «Duda Indiana». La denominación, dictado de Luciano Pereña (Peña 1982: vol. I, 21), cifra los dubios relacionados con la legitimidad jurídica, moral y ética de la Empresa Americana; el sentido de las Bulas Alejandrinas; los límites de la potestad papal y la potestad imperial en relación con las donaciones alejandrinas (iure donationis)13; el problema de la humanidad y el ilotismo del americano; los alcances del ius naturale y del ius gentium; la justicia de la guerra (ius belli) en América; las vías de evangelización; el problema de las encomiendas y los repartimientos14; la pregunta de la restauración de los tronos americanos y de las riquezas explotadas; la historia, desarrollo, propuestas y resultados de las disputas de Burgos de 1512 y de 1542, y sus correspondientes legislaciones, de la Disputa de Valladolid de 1550-1552 y de la casi olvidada y poco estudiada Junta Magna de 1568; los cedularios reales y, al fin, la amplísima historia de las pandectas indianas que dieron lugar a la Recopilación de Leyes de Indias de 1680. De lo precedente se reconoce la magnitud de los temas relacionados con la Duda Indiana, los cuales abarcan todos los aspectos del inicio de la cultura hispanoamericana durante el reinado de los Austria. Considerando la cantidad de materias y problemas de la Duda Indiana sorprende el reducido número de estudios dedicados al tema hasta la publicación del Corpus Hispanorum de Pace por el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, en el cual se han dado a la luz pública desde 1963 más de 40 volúmenes. Antes de tal publicación, Venancio Carro (19441; 19512) fue el iniciador de los estudios correspondientes. A pesar de pretermitir los sucesos posteriores a la Disputa de Valladolid, ni considerar tratados centrales de Las Casas, su investigación es aún hoy imprescindible. El trabajo, obstante décadas de empeño, no correspondía a los planteamientos científicos del tiempo de su publicación. Los problemas políticos de la época, es decir, la caída de la República y el triunfo del franquismo, dejan su huella en los pareceres del autor, quien no ensayó una objetividad científica, libre de opiniones nacionalistas y sentires personales reivindicatorios contra la Leyenda Negra. A pesar de ello, investigadores posteriores se vieron durante mucho tiempo imposibilitados de superar los logros positivistas de Carro hasta que importantes textos inéditos o sin reedición desde las antiguas ediciones príncipes fueron publicados en el citado Corpus Hispanorum de Pace. Las Casas y Sepúlveda son los personajes más conocidos de la Duda Indiana y las publicaciones dedicadas a sus personas y obras son inabarcables. A pesar de tal fama, sus escritos no se editaron completos, en la medida en que se conservan, hasta 1992 y 1997. Si tal es la situación de los personajes más renombrados del tema, es fácil educir el estado editorial de la mayor parte de los textos relativos a la Duda Indiana. La resultancia es clara: por una parte, el monumental trabajo positivista de Vicente Carro sigue siendo válido por abrir brecha, proponer una sistematización cronológica e informativa y acumular materiales preciosos e imprescindible, mientras que, por otra parte, con la publicación de dicho Corpus Hispanorum de Pace resulta desiderata una nueva amplia disquisición que considere la inmensa cantidad de textos rescatados en la segunda mitad del siglo XX. Finalmente, el mismo Corpus Hispanorum de Pace demuestra que una gran parte del trabajo de rescate y edición de fuentes primarias queda aún por cumplirse. Del conjunto de preguntas tratadas por la Duda Indiana, el presente trabajo estudia la aplicación en la literatura de los siglos XVI y XVII de las justificaciones dictadas por teólogos, filósofos, juristas y humanistas del siglo XVI y XVII para explicar la incorporación de las Indias Occidentales y la enajenación de sus Coronas imperiales a favor de la potestad castellana. Se trata del estudio en textos literarios de la pregunta incoativa de la Duda Indiana, cuya respuesta altera el sentido de las resoluciones dadas a las restantes cuestiones. La tesis central del trabajo considera el cambio de epistemes del conocimiento sucedido a finales del siglo XVI e inicios del XVII con base en los argumentos teológicos y jurídicos dictados para vindicar la Empresa Americana tal como se percibe en la literatura de la época. El problema que presenta tal cambio epistemológico del conocimiento y la contradicción sucedida en la literatura de los siglos indicados con respecto a los resultados teóricos anteriores constituye el centro de la presente investigación.


Rolena Adorno (1988: 11) nota que la noción de «literatura» latinoamericana virreinal, y yo añadiría que en general, ha cambiado, siendo reemplazado por el concepto de «discurso». La razón, explica, es porque la idea de la primera se limita a «ciertas prácticas de escritura, europeas o eurocéntricas, mientras que el discurso abre el terreno del dominio de la palabra y de muchas voces no escuchadas». De tal modo, reconoce la aparición de un paradigma nuevo, pasando los estudios actuales «del modelo de la historia literaria como el estudio de la transformación de las ideas estéticas en el tiempo, al modelo del discurso en el ambiente colonial15 en tanto estudio de prácticas culturales sincrónicas, dialógicas, relacionales e interactivas» (ídem). Concedo completa razón a la investigadora, como lo prueba el presente trabajo, pero indico que justo es en los años en que Adorno escribe el citado ensayo cuando se da una general revaluación de la literatura virreinal no interrumpida hasta el día de hoy y se publica una gran cantidad de obras de la época completamente desconocidas hasta pocos años antes, considerándolas justo desde el indicado modelo de la historia literaria como estudio de la transformación de las ideas estéticas en el tiempo. Sin tal trabajo filológico y el consecuente esfuerzo de clasificar tales obras dentro de una historia literaria según la noción de literatura heredada me parece difícil realizar el trabajo de análisis de discursos. Las investigaciones realizadas en las últimas dos décadas del siglo XX y la primera del presente muestran que aún estamos en los inicios del rescate filológico de la literatura virreinal. Consecuentemente, los resultados de estudios de discurso de aquel período variarán en el futuro conforme el aún muy fragmentado cuadro de la cultura virreinal se reconstruya.


Como he dicho, en este trabajo realizo un estudio de discursos a partir de la idea del cambio epistemológico del siglo XVI al XVII. Para ello inicio revisando algunos problemas relacionados con aspectos históricos y, en particular, con respecto a las Bulas Alejandrinas, los cuales permitirán comprender mejor el problema de la contradicción del cambio epistemológico del conocimiento.


Menéndez Pidal (1958: 18)16 discierne tres respuestas para el problema de la justificación de la translatio imperii a favor de la Corona castellana de la potestad imperial azteca e inca. Conforme él, en una inicial fase, la Corona y el Consejo calificaron la bula de Alejandro VI (4 de mayo de 1493) como único y suficiente título de donación (iure donationis) de las tierras inventadas bajo precepto de subsiguiente evangelización. La segunda fase se refiere a la exégesis con sentido restringido como orden de evangelización dada por los dominicos a tal bula. La tercera fue propuesta por Vitoria y sus seguidores, acorde la cual la anexión obtempera tanto títulos como una orden de propagación religiosa. Aunque inexacta, la interpretación de Menéndez Pidal ha marcado la opinión posterior. El escrutinio tanto de fuentes conocidas por Menéndez Pidal, como de una parte de los documentos rescatados en ulteriores décadas gracias a la publicación del mencionado monumental Corpus Hispanorum de Pace muestra que la problemática correspondiente es más complicada que su reducción a la Disputa de Valladolid o a la exégesis dictada por Menéndez Pidal. Así, por ejemplo, la mayoría de los estudios ignoran los dos tratados ofrecidos por Las Casas a Felipe II pocas semanas antes de su muerte. Estos y terceros documentos de la segunda mitad del siglo XVI revelan que las ideas relacionadas con la vindicación jurídica siguieron desarrollándose allende la famosa controversia.


La mayoría de los críticos aplicados al estudio de la Disputa de Valladolid aceptan que el encuentro fijó la opinión pública pertinente al problema. Carro escribe (1951: 77-78):


Quien conozca las obras de nuestros grandes teólogos juristas y compare fechas y fechas, comprenderá con facilidad, que en 1573 eran ya del dominio común, (…) las ideas de Vitoria, Dom. de Soto, Juan de la Peña y otros muchos. Ellos habían muerto, pero sus obras estaban en las manos de todos, y por sus cátedras había pasado lo mejor de la intelectualidad española de 1573.


Carro se engaña al respecto de la supuesta general recepción de las ideas de Vitoria y Soto. Reducida a la recepción en ensayistas posteriores, Carro tiene, en parte, razón, pues, en realidad, sólo los teólogos, alumnos de Salamanca, defendieron tales ideas. Como se demostrará en el cuerpo del presente trabajo, la mayoría de las élites letradas peninsulares y virreinales ignoraron tales proposiciones continuando la exoneración con base en el título de preordinación. La opinión oficial de la Corona de Castilla se fijó en la segunda mitad del siglo XVI y se mantuvo a lo largo del siglo XVII hasta ser cifrada en la Recopilación de Leyes de Indias de 1680. (Véase el apéndice 5.11, página 465.) Luego de públicas disputas entre granados polemistas, la respuesta aceptada por la Corona a tan candente punto, se esperaría, debió marcar la opinión pública exprimida en las obras literarias. Pero, la situación fue otra. En la poesía y, en especial, en el teatro, se localiza una respuesta al problema diferente a las ideas dictadas por filósofos, teólogos y juristas. En tales obras se defiende una posición precedente a los resultados obtenidos en las polémicas señaladas. Y, aún más: al revisarse los textos de Francisco de Vitoria y Domingo de Soto se observa que en ambos pensadores se encuentran incipientes estructuras taxonómicas de pensamiento que fueron retomadas y ampliadas por los integrantes de la Escuela de Salamanca17, pero que no encuentran consideración en las obras del siglo XVII, las cuales, con excepción de un autor, Sor Juana Inés de la Cruz, regresan en este punto a las estructuras de pensamiento analógicas y a sus correspondientes argumentaciones. ¿Cómo es posible, habiendo sido tantas las controversias públicas y los participantes tan afamados, que el juicio adoptado por la Corona diverja tanto de la opinión pública reflejada en la literatura de masas, que era la función del teatro en la época? ¿Cómo es posible que las incipientes estructuras de pensamiento taxonómicas desarrolladas por los pensadores indicados y difundidas desde las cátedras fueran, al cabo de muy pocas décadas, olvidadas por las élites letradas, las cuales regresaron a las estructuras de pensamiento analógicas como se refleja, por ejemplo, en el análisis correspondiente de las explicaciones dadas al problema de la vindicación de la Empresa Americana que nos ocupa en la literatura de los siglos XVI y XVII? Una posible respuesta apuntaría a una diferencia cronológica dentro del período que se ha convenido en denominar «Siglos de Oro»18: las discusiones se realizaron, en su mayoría, en el siglo XVI, mientras que las obras literarias se escribieron al final de ese siglo y durante el siguiente. La explicación, en primera instancia, resulta insuficiente. El corpus literario, por ser posterior a las polémicas, a la redacción del corpus teórico y a la fijación de la opinión oficial de la Corona no debería contradecir el discurso oficial y restaurar ideas de los estadios incoativos de la Duda Indiana superados en tantas juntas. Una posible primera explicación podría dictar que en la primera mitad del siglo XVI la censura no se ocupó mayormente de los textos que trataban los territorios descubiertos. De tal manera, hubo una mayor libertad para difundir obras correspondientes, como lo demuestra la publicación simultánea, al mediar el siglo, de varias obras de Bartolomé de las Casas. En esta época la censura al respecto se aplicaba como consecuencia de la voluntad explícita de algún potentado interesado en que un texto no se difundiera, como lo muestra el caso de las obras de Ginés de Sepúlveda, que no pudo publicar por intervención directa de Bartolomé de las Casas. La situación cambió a partir de las nuevas disposiciones de censura emitidas en 1558 por Felipe II que conllevaron a la completa prohibición de publicar libros con temática americana. Para explicar el caso se han aducido muchas razones que van desde las guerras civiles del Reino del Perú y la infeliz intronización de Gonzalo Pizarro hasta las controversias suscitadas por la Disputa de Valladolid. Recuérdese que las publicaciones de Bartolomé de las Casas fueron utilizadas en una campaña de desprestigio contra España, conocida como Leyenda Negra, emprendida en la Europa transpirenaica, y que tuvo como consecuencia que América se volviese un tabú.19 Cuando en 1577 Felipe II y el Consejo de Indias supieron de los contenidos de la aún inédita obra de Bernardino de Sahagún, se mandó una orden al Virrey disponiendo la recolección de todos los manuscritos, las correspondientes copias y los apuntes de la obra del misionero. La situación es contradictoria, si se considera que en aquella época la Corona había ordenado, también, la recopilación de informaciones sobre las Indias estableciéndose un sistema de recopilación de datos para satisfacer las necesidades de los historiadores oficiales dedicados a trabajar sobre América. Juan de Ovando, visitador del Consejo de Indias en el virreinato de la Nueva España y, luego, Presidente del mismo Consejo, junto con el cosmógrafo Juan López de Velasco hicieron cuestionarios que fueron suministrados a todos los burócratas en los virreinatos. Con tales materiales se pretendía escribir una historia de las Indias. Simultáneamente se instimuló a los misioneros a recopilar informaciones sobre la historia y cultura de los indígenas para mejorar los métodos de evangelización (Baudot 1983: 473-474). Estos hechos se suceden al tiempo en que la Corona, como se ha dicho, prohíbe la divulgación de información sobre América y emite reglamentaciones para evitar que en las Indias se sigan escribiendo obras sobre las antiguas culturas. La situación es contradictoria y no existe una explicación satisfactoria para ello. En su monumental trabajo, Simson (2003: 14) propone que el cambio de actitud al respecto de América por parte de la Corona es una consecuencia de la campaña difamatoria transpirenaica conocida como Leyenda Negra. Es decir, supuestamente las prohibiciones decretadas intentaban controlar la opinión pública. Como he indicado antes, esta explicación no resuelve del todo la cuestión de considerarse el problema de la vindicación de la translatio imperii en el marco de la Empresa Americana, pues de haberse intentado restringir las ideas correspondientes e imponerse la opinión oficial, la divergencia entre el discurso público y el discurso oficial no hubiera podido ser tan grande.


Glen F. Dille (Vélez de Guevara 2004: 34), siguiendo a Beatriz Pastor (1988: 3-171), opina que la recapitulación de posiciones sepulvedianas en el discurso americano en las comedias indianas obedece a su carácter, en la mayoría de los casos, de obras de encargo con fin encomiástico de los hechos de los conquistadores y la Empresa Americana. Al hacerse la diferenciación respectiva al origen parcial de tal corpus como resultante de comisiones se delimitan los alcances de tal propuesta al conjunto correspondiente. Pero al localizarse el fenómeno en el grupo restante de textos literarios dedúcese la inoperancia de la propuesta en la intuición de razones más complejas. No obstante lo dictado por una primera lógica, considero que la respuesta se halla justo en tal desfase histórico coincidente con el cambio de época cifrado en las categorías temporales denominadas Renacimiento20 y Barroco. Es decir, una opinión desarrollada a lo largo del Renacimiento, durante el siglo XVI, y aceptada por la Corona es negada por la opinión pública, lo cual se refleja en la literatura del Barroco, es decir, en el siglo siguiente. La contradicción es incomprensible desde cualquier punto de vista si se pretermiten novísimas ideas relativas al periodo desarrolladas a partir de las ideas de Foucault con base en el análisis de las estructuras de pensamiento.


Foucault (1966: caps. II-VI) señala la existencia en el siglo XVII de una variación epistemológica en la cultura occidental caracterizada por el derrelicto de estructuras cognitivas analógicas a favor de estructuras cognitivas taxonómicas. Conforme tal idea, allende categorías históricas, es posible observar una unidad en la historia occidental a partir de un modelo de conceptualización interrumpido en el siglo XVII.21 La idea de Foucault correspondiente a la alteración del sistema epistemológico analógico por uno taxonómico halló eco en Bolívar Echeverría (1998: 58), que localiza los inicios de la disolución del sistema analógico casi trescientos años antes22, y considera que en el XVII se concluye, en definitiva, tal cambio. Sus ideas las explica en el marco de una exposición sobre su concepto de modernidad entendida como un proyecto de larga duración, con fin civilizador, identificable ya en los siglos XII y XIII, de múltiples formas, y que, considera él, está desapareciendo en nuestro tiempo.23 Echeverría concibe el proceso ahora denominado «modernidad» como uno entre varios propuestos en un momento histórico preciso, y compelido en el desarrollo de Occidente no por sus cualidades, causa inexistente en estas categorías, sino por razones políticas y económicas. Tal proceso, reversible hasta cierto momento histórico, ha pasado a formar parte constitutiva de la civilización occidental. Al hablar de «crisis de la modernidad» hace referencia a un problema particular del proceso civilizador relacionado con el proyecto protestante-puritano de Europa del norte. La idea de Echeverría me parece atractiva por dos razones. Por una parte, sus ideas se inscriben en la corriente de los trabajos de Habermas (1993), que interpreta la modernidad como un proyecto civilizador a retomarse después de su interrupción en el siglo XIX y XX. Por otra parte, Echeverría, al distanciarse de la opinión común y remontar el inicio de tal proyecto trescientos años antes de lo usualmente aceptado, discierne ideas poco consideradas en relación con otras proposiciones, las cuales, por diferentes razones, o bien no fructificaron o tuvieron resonancia mucho tiempo después de su emisión. La idea de considerar el inicio de la modernidad en el siglo XII no es neotérica. La versión más conocida de tal tesis es la formulada por Spengler. La diferencia entre aquél y Echeverría reside en la premisa hermenéutica. Spengler considera la modernidad con base en un desarrollo técnico y conceptos predeterministas irracionales según una metáfora orgánica que dicta la evolución de las edades históricas conforme modelos registrados en las ciencias naturales. La premisa hermenéutica del pensamiento de Echeverría, el cual continúa y desarrolla ideas propuestas por Weckmann (al respecto cf. la nota 20 de esta introducción y lo que escribe al respecto del paso entre Medioevo y época moderna como un problema de énfasis y grado, pero no de transmutación de valores, 1984: 25), considera la modernidad como un proceso civilizatorio racional impredeterminado y compelido por encima de terceros proyectos por diferentes razones económicas. Desde tal punto de vista, el inicio de nuestra modernidad se cifra en la arquitectura de Chartres, en la Suma Teológica de Tomás de Aquino, la obra filosófica de Dante, los principios poetológicos de Petrarca y las técnicas narrativas de Bocaccio; el concepto de ciencia y legislación de Alfonso X el Sabio; la escuela de traducción de Córdoba y los principios matemáticos de una sistematización racional de la notación musical propuestos por Guido d’Arezzo, continuados por Franco de Colonia y desarrollados en las grandes escuelas musicales catedralicias desde Notre-Dame hasta Compostela y Salamanca.


Resultancia de la proposición de Echeverría es el escrutinio de un proyecto de modernidad del mundo hispano abortado en el siglo XVII. Echeverría considera dentro de tal proyecto la actividad de la primera Compañía de Jesús en América24, pero tal me parece inconcebible sin considerar la Duda Indiana y la disputa de auxiliis.


La Duda Indiana o la equiparable resolución a situaciones similares nacidas de la confrontación de dos culturas diferentes son, con excepción de los tratados del holandés Hugo Grotius, dos ensayos del francés M. de Montaigne y algunas misivas del polaco Jan Dantisco, inexistentes allende los Pirineos. Hirschberger (1991: 70) llamó en 1951 la atención sobre la riqueza de la neoescolástica desarrollada en el mundo ibérico, tanto en universidades españolas como también en Coimbra, considerándola como una propuesta para un pensamiento filosófico moderno católico. Tal riqueza se relaciona con el desarrollo intelectual de la orden de los dominicos, la reevaluación del pensamiento de Tomás de Aquino y la aceptación de sus ideas, por encima de otros escolásticos de finales del Medioevo, como punto de referencia del catolicismo. Si bien dos de sus iniciadores fueron italianos, los dominicos Tomás de Vico, llamado Caietano (1468-1534) y Francisco de Silvestre de Ferrara (1468-1528), el movimiento se desarrolló plenamente en la Península Ibérica y, a través del extraordinario éxito y recepción de la obra de Francisco Suárez durante los siguientes trescientos años, se exportó al resto de Europa y, aun, a las universidades protestantes alemanas.25


La disputa de auxiliis se relaciona con la obra de tres pensadores: de Báñez su Scholastica Commentaria in Primam Partem angelici doctoris D. Thomae usque ad sexagesimam quartam quaestionem complectentia y su Scholastica Commentaria in Secunda Secundae; de Molina su Concordia liberi arbitrii cum gratiae donis; y de Suárez sus Disputaciones Metafísicas. El tema es mayor y no debe reducirse, como usualmente se hace, a una disputa teológica entre dominicos y jesuitas, sino que se localiza ya antes de la confrontación entre Báñez y Molina en la obra de Ginés de Sepúlveda y Luis de León. Las consecuencias de la presencia de Erasmo en España –como lo demuestra Marcel Bataillon– y del movimiento antimaquiavelista de Rivadeneyra, Suárez, Mariana, Nieremberg, Quevedo, Saavedra Fajardo, Gracián y otros –como desvela Giuseppe Prezzolini–, con la consecuente historia de la teoría del poder en el mundo hispano, son tan sólo comprensibles filosóficamente en sus postreras razones a partir de la disputa de auxiliis. De las obras citadas, sólo se conoce hoy, medianamente, la de Suárez, pero para entender la idea de un proyecto civilizador español es prioritario el escrutinio completo de tal disputa. El terreno es, en todos los sentidos, virgen. Con excepción de las Disputaciones Metafísicas, no existen reediciones de las otras obras, ediciones completas de los tres filósofos citados, ni investigaciones sobre su influencia en el desarrollo occidental de la filosofía. Las Disputaciones Metafísicas marcaron a Calderón de la Barca; principios fundamentales de Descartes, Spinoza y Leibniz son recapitulaciones textuales de las ideas de Suárez; Schopenhauer hizo una edición del texto; y, junto con Tomás de Aquino, se le consideró canónico en las universidades durante los siguientes trescientos años. Ante tan extraordinario peso sorprende el casi total olvido en que ha caído su obra en la segunda mitad del siglo XX.


Ambas polémicas, la Duda Indiana y la disputa de auxiliis marcaron los Siglos de Oro y resultan imprescindibles en el contexto de la idea de un proyecto de modernidad español con una singular ramificación en América, independiente, en aquella época, de las propuestas de modernidad transpirenaicas. Echeverría (ibíd.: 68) observa, con base en los escritos del jesuita Diego Laínes, conductor de una parte substancial de las discusiones tridentinas, que en el encuentro se ensayó eliminar todo aspecto ajeno a una concepción antropocéntrica para contrarrestar la restauración del pensamiento teocéntrico agustino de la predestinación propuesto por Lutero. La positura antropocéntrica fue desarrollada en España, con base en un principio de responsabilidad por el acto propio, por medio de dos disputas: para el siglo, en el campo jurídico, la Duda Indiana, y en lo filosófico-teológico, la disputa de auxiliis. En la raíz de ambas, y al realizarse el estudio, aún desiderata, de las características del proyecto de modernidad hispano, se deberá considerar, como elemento fundamental y constituyente de los correspondientes discursos jurídicos y teológicos desarrollados a partir de estas disputas la idea del comunitarismo cristiano como eje central alrededor del cual se constituyó el proyecto civilizatorio del mundo ibérico. Ante el proyecto transpirenaico, basado en el desarrollo de estructuras de producción, el proyecto español de modernidad fracasó por concentrarse en cumplir la idea antropocéntrica tridentina, manteniendo estructuras económicas de explotación y no desarrollar estructuras económicas de producción que generaran una riqueza propia que le permitiera conservar la hegemonía cultural sobre Europa para compelir su proyecto civilizador. Echeverría (ibíd.: 65) subraya la necesidad de revisar las ideas del Siglo de las Luces francés pertinentes al proyecto español para entender la diferencia entre ambos proyectos. La rivalidad política de la emergente nación francesa contra la hegemonía hispana en Europa reprobó la política postridentina y las actividades de la Compañía de Jesús. El cúmulo de tales reprobaciones obtempera a un sistema de ideas hoy en día en proceso de crítica. La exacta delimitación de los aspectos que reprobó el Siglo de las Luces del proceso español de los Siglos de Oro permitirá discernir las diferencias entre ambos proyectos y delimitará los elementos definitorios del segundo. Sospecho que el escrutinio de la Duda Indiana, la disputa de auxiliis y la actividad de la Compañía de Jesús cifran las diferencias entre ambos proyectos civilizatorios. Además, debe realizarse una diferenciación entre lo sucedido en la península y los reinos ultramarinos. O’Gorman (1961: 155) propuso que el proyecto desarrollado en América Latina en el siglo XVI evitó continuar y difundir el proyecto europeo, y ensayó un neotérico comienzo civilizador con la intención de superar los defectos irrevocables localizados en Europa. La idea de O’Gorman es confirmada por los tres elementos propuestos antes, es decir, la Duda Indiana, la disputa de auxiliis y la Compañía de Jesús. La decisión de Felipe II de cerrar las fronteras de los reinos ultramarinos a la influencia del resto de Europa consintió el desarrollo de tal proyecto civilizatorio de las Indias Occidentales. Con la llegada de los Borbones al trono de España comenzó el paulatino debilitamiento del proyecto. No obstante las Reformas Borbónicas, tal pudo mantenerse hasta 1767 cuando fueron expulsados los jesuitas. Para ese tiempo, el proyecto había marcado, gracias a las innumerables y poderosas instituciones educativas de los jesuitas, la mentalidad americana, y la reacción contra el neotérico proyecto importado allende los Pirineos condujo, una generación después, a la guerra civil y a la escisión de los reinos americanos de la Corona de Castilla. Hasta aquí las ideas de Echeverría al respecto del proyecto de modernidad hispana que marca el barroco hispano completadas con mis propias proposiciones.


Por su parte, Küpper (1990: 18-25), al proponer otra teoría del Barroco, parte de Foucault, pero dicta una diferenciación mayor que la propuesta por Echeverría. También él percibe trescientos años antes del siglo XVI los síntomas del inicio de la disolución de las estructuras cognitivas epistemológicas analógicas, pero, en el marco de sus estudios para delimitar las características de las categorías históricas del Barroco en oposición a las del Renacimiento identifica, a finales de tal siglo, un ensayo restaurativo de las estructuras epistemológicas analógicas. La inicial distinción del Barroco literario se realizó a partir de una diferenciación con base en ideas estéticas por oposición al Renacimiento (véase Wölflin 1888). Luego se ensayó delimitar en las artes temporales, por principio en la literatura, características estéticas similares a las identificadas por Wölflin en las artes aplicadas (véase Curtius 1948; Hatzfeld 1961; y Friedrich 1964). El esfuerzo identificó figuras retóricas propias de un empeño formal mayor, pero, al fin, se aceptó que tales elementos estilísticos no avalan una distinción de categorías. Como propositivo réspice dictose la eliminación de la diferenciación que la concibe como categoría tipológica para aceptarla como categoría histórica identificable en diversas épocas y caracterizada por determinadas figuras retóricas. Así, se habló de un «barroquismo» en otras categorías tipológicas desde la Antigüedad clásica hasta el siglo XX y, aun, en culturas extraoccidentales, como el supuesto «barroquismo del posclásico maya», o del de algunos períodos de las artes de la India. Por inconsecuente e imprecisa, tal idea de considerar al Barroco una categoría histórica fue deshechada a favor de una recuperación de su clasificación como categoría tipológica, pero concediéndole mayores alcances cronológicos. Se identificaron entonces rasgos del estilo desde mediados del siglo XVI hasta mediados del XVIII, y aun en tiempos posteriores. Se aceptó una división que concibió un tiempo inicial («Manierismo»), desarrollado hacia un estilo menos intelectual («Barroco») y que desemboca en una vacía ornamentación («Rococó»). La proposición también fue arbitraria e imprecisa como se observa en su aplicación en Brasil, donde se clasifica como barroca la arquitectura de las ciudades de Minas Gerais y Salvador de Bahía, y la música de José Mauricio Nunes García, Luis Álvares Pinto, Marcos Coelho Neto, José Joaquim Emérico Lobo de Mesquita y Manoel Dias de Oliveira que, si se conociesen en Europa, se clasificarían dentro de un estilo galante, rococó o neoclásico. Problemática resultó, en tales clasificaciones, la nula diferenciación entre artes aplicadas y temporales, con el consecuente distingo de sus desarrollos. Atinente, considérese, como ejemplo, la arbitrariedad de clasificar con una misma categoría tipológica manifestaciones tan diversas como las óperas de Cavalli y la pintura de la Escuela de Cuzco o la de la Escuela de Quito. Las confusiones apuntan a la necesidad de identificar un elemento común allende categorías estilísticas. Para ello se consideró el Barroco como categoría tipológica consecuente de situaciones históricas. Una inicial, aceptada hasta nuestros días, la concibió como manifestación de la Contrarreforma. Una segunda la entendió como expresión del absolutismo. Tales proposiciones pretermiten su cometido por parciales y, por resultancia, no aquistan su total aprehensión fenomenológica. Allende tal situación, los estudios dedicados a las artes aplicadas discernieron el manierismo como una categoría tipológica que impone una disolución de estructuras. Tal idea permitió concebir el Barroco como un ensayo de ordenar los elementos dirimidos por aquél a partir de una coniunctio oppositorum solventada en una unidad (no identificada) acorde una estructura de pensamiento. Tal no debe confundirse con la aceptada proposición de Octavio Paz, para quien la coniunctio oppositorum es efecto y no estructura de pensamiento que consiente reducir la heterogeneidad a una unidad.26


A partir de la idea de la existencia de un elemento ordenante, Rousset (1963: 493) sanciona en el Barroco la convivencia de dos maneras diferentes de concebir una hermenéutica de la realidad: una sistemática y otra asistemática, pero tendiente a la resolución en un punto fijo. Tal resolución en un punto fijo se identifica en el concepto de analogía como estructura de pensamiento epistemológico que reduce y explica, por comparación, la realidad en un denominador común. La idea del «analogismo» ya se encuentra en Platón (Fedón 74c-75b), pero aquí se trata de estructuras de pensamiento desarrolladas por la patrística, y luego diferenciada, durante la escolástica, en los conceptos de analogia proportionis y analogia attributionis. Creo que en el Barroco se desplaza tal distinción a favor de un punto central. Sería necesaria una investigación para estatuir si se trata de un desprecio de las diferencias entre analogías formales y analogías constitutivas o si se concibe, coniuntio oppositorum en sí misma, tal punto central como una superestructura que resuelve la diferencia de las distinciones señaladas. En el desarrollo de las ideas correspondientes hay que considerar, entonces, la proposición señalada de Foucault que diferencia, para el siglo XVII, una variación de las estructuras epistemológicas por analogía a favor de un sistema taxonómico. Así, él observa la suplantación de una estructura epistemológica por otra, mientras que la posición de Rousset indicada sanciona una convivencia de dos estructuras hasta el instante del definitivo agotamiento de la más antigua. La diferencia entre las posiciones de Rousset y de Foucault se resume en el problema de identificar el inicio de las neotéricas estructuras epistemológicas.


Küpper (ídem) distingue trescientos años antes del siglo XVI los síntomas del inicio de la disolución de las estructuras cognitivas epistemológicas analógicas e identifica, al delimitar las categorías históricas del Barroco en oposición a las del Renacimiento, a finales del siglo XVI, un empeño por restaurar estructuras epistemológicas analógicas. Ello lo estriba en las siguientes premisas:


•la epistemología analógica se desarrolla desde las edades postreras de la Antigüedad hasta el siglo XVII con diferentes características, conforme un discurso ideológico cristiano que intenta explicar y reducir a un modelo aprehensible el mundo conocido, en lo particular en lo tocante a la historia, al mito, a la literatura y a la filosofía;


•durante tal se desarrolla un sistema hermenéutico analógico que lee la historia posterior a la Encarnación como confirmación de lo anunciado en la Biblia (lectura tipológica), reduciendo la multiplicidad a la unidad acorde un sistema teocéntrico;


•al final del siglo XIII, en el marco de las discusiones entre nominalistas y realistas, se dan las premisas para el inicio de una disolución de las estructuras de aprensión cognitiva epistemológica analógica. Los textos del Renacimiento continúan las formas del pensamiento analógico al tiempo que fomentan situaciones disolutivas de sus estructuras de aprensión cognitiva a favor de estructuras de aprensión taxonómica;


•el manierismo no se reduce a un problema estético, sino que es una creciente preeminencia de aspectos impragmáticos en la articulación literaria, inductores de una segunda y final disolución de las estructuras epistemológicas de aprensión cognitiva analógica;


•en el siglo XVI se distinguen los elementos disolutivos, y se propone una renovación y restauración de las estructuras de pensamiento a partir de una restauración del dogma. Esto se realiza con base en elementos precedentes a la discusión nominalista que, por consecuencia, pretende injerir en todos los campos hasta tocar las estructuras epistemológicas analógicas mismas. No se trata de un acto opuesto a los ensayos de aprensión cognitiva taxonómica emprendidos en edades precedentes, sino de la pretensión de ordenar tales ensayos en un supermodelo según estructuras de un sistema cognitivo de epistemología analógica;


•tal situación adúcese del tipo del teatro clásico español, ilegible cual continuación de un modelo medieval o como proposición innovadora, sino como un corpus restaurativo de la epistemología analógica, sin excluir semas de significación propios del discurso renacentista;


Con base en estas premisas, y analizando la comedia y el auto sacramental del teatro barroco español, Küpper demuestra la falacia de la tesis de la inexistencia, desde el punto de vista epistemológico, de un Renacimiento español, y delimita las características del Barroco, con base en el modelo de los textos españoles, a partir de una restauración de estructuras epistemológicas por analogía. Su idea aduce y acabala las proposiciones de Echeverría pertinentes a la disolución de las estructuras cognitivas en el «Otoño de la Edad Media» y, de mayor tomo, también estriba la idea de aquél de un proyecto civilizador español propio, si bien malogrado.


La idea, por otra parte, explica el problema tratado en el presente trabajo. Me refiero a la distancia identificable entre la opinión pública y la oficial de la Corona frente a la propuesta por los círculos universitarios atinente a la vindicación jurídica de la Empresa Americana. Pureza (1991: 126) recuerda que en la Edad Media los Estados se ordenaban alrededor de la potestad pontificia y la imperial constituyendo una communitas communitatum, es decir, un conglomerado de entes políticamente autónomos, pero cuyo sistema de valores era común, permitiendo la existencia, con base en tales principios, de un Derecho internacional. Pero también, tal unidad de valores y principios de la cristiandad latina determina las reacciones con respecto a otros sistemas vecinos como los del Islam o de Bizancio. No obstante, los principios del comunitarismo cristiano, los cuales resuelven la heterogeneidad de la humanidad en el concepto unitario de la creación, son, por otra parte, el origen del desarrollo de un Derecho internacional universal, el cual, si bien remonta sus raíces hasta las edades de la desintegración del Imperio Romano de Occidente, no desarrolló radicales variantes estructurales hasta la aparición de la neoescolástica española de la Escuela de Salamanca. La unidad de religión y, consecuentemente, de valores fue destruida por el Cisma de Occidente, el cual permitió un proceso de concentración y secularización del poder y el surgimiento de nuevos Estados independientes, parcialmente con propias confesiones. Es significativo de tal proceso el hecho de que la intervención papal de Alejandro VI, que dividió los territorios hallados entre las Coronas de Portugal y Castilla, haya sido corregida al año siguiente del descubrimiento en el Tratado de Tordesillas y, luego, nuevamente, para evitar conflictos por las islas Molucas, en el Tratado de Zaragoza de 1529, sin que, en un empeño de abstracción secularizada del concepto de poder a favor de las potestades civiles, en ninguno de ambos casos, las Coronas convocaran la intervención papal. La concepción medieval, según la cual los problemas jurídicos se resolvían con base en el mismo sistema de valores emanados de la común cristiandad latina quedó definitivamente superada al momento del descubrimiento de otras civilizaciones que nunca habían tenido contacto con tales valores. De ahí la necesidad de fundar en otros principios las relaciones internacionales. La neoescolástica española, y en especial la Escuela de Salamanca, realiza este paso fundamental en el desarrollo de la cultura moderna de Occidente, reconociendo que las relaciones internacionales se ubican en un espacio no unitario culturalmente. Para ello se desarrollan nuevos valores, ahora abstractos, con validez universal, localizados en, y legitimados por el Derecho común de todos los seres humanos. A pesar de tales logros, como se ha dicho, en las obras literarias posteriores a la Escuela de Salamanca, las escritas en el siglo XVII, se observa un regreso a las disceptaciones superadas en las polémicas entabladas en el siglo XVI, o, para expresarlo en las ideas expuestas por Küpper, se localiza un ensayo restaurativo de las estructuras epistemológicas analógicas. Por supuesto, tal restauración no es absoluta, sino que integra elementos desarrollados en el sistema pretendidamente a superar. Tal explica la interna contradicción de las obras literarias del siglo XVII y que, en nuestro caso, se ejemplificará de manera paradigmática con dos obras de Sor Juana Inés de la Cruz.


En este trabajo revisaré textos pertenecientes a los Siglos de Oro de diferentes géneros relacionados, de manera directa o indirecta, con el problema de la vindicación jurídica de la Empresa Americana. El corpus revisado se divide en dos secciones. La primera comprende tratados teológicos, políticos, jurídicos y filosóficos. Al hablar de tratados me refiero a escritos de orden tanto teológico como jurídico, que en su mayoría fueron redactados específicamente para resolver problemas de la Duda Indiana. Los tratados políticos, cosmográficos y naturales describieron hasta finales del siglo XVI el mundo como se hacía antes de la invención de América. Las cosmografías medievales se continuaron imprimiendo, estudiando y cotejando a pesar de que todo letrado sabía que estaban mal (Elliott 1970: 14). A pesar de la inmensa cantidad de escritos dedicados a la Duda Indiana, al hablar de Europa, los mismos autores de dichos escrutinios sobre América, conservaban una cosmovisión superada e ignoraban la invención de las Indias Occidentales. La situación apunta a un conflicto de ideas que la invención (en el sentido etimológico de invento como en el de inventio, -onis, según el ensayo de O’Gorman 1986) instimuló en la explicación cosmológica de la Europa del siglo XVI. De ahí que el tema de la Duda Indiana y la vindicación de la Empresa se localice en exclusiva en los tratados dedicados ex profeso al tema.


La identificación de recursos narrativos y retóricos en la redacción de textos históricos, filosóficos y teológicos sin pretensión literaria no es neotérica y es, asimismo, de cierta simple localización (véase Hayden White 1987). Diferente es la situación de dichos tratados que parecen eximidos de narratividad. La formulación de la precedente fase denota mi intención de insistir en la posibilidad de rastrear la narratividad aun en aquellos textos. El peligro de tal proposición es la disolución de toda diferenciación de categorías. Esto no les resta valor, sino que consiente la diferenciación de un proceso cognitivo en textos no literarios.


La segunda sección del trabajo considera crónicas, epopeyas y obras de teatro.27 La mayoría de los tratados fueron escritos en el siglo XVI. Al opósito, casi la totalidad de las obras de teatro tratadas pertenecen al siglo XVII. Las crónicas, la poesía lírica y la épica tratadas pertenecen a ambos siglos.


Pertinente a la inicial sección, el tema tratado ha sido mal explorado. Relativo a la segunda, el tema se ha ignorado y los textos se consideran, desde tal punto de vista, aquí, para su estudio, por vez primera. La totalidad del conjunto ofrece una perspectiva del problema y las resoluciones propuestas durante el reinado de los Austrias.


Los textos tratados imponen también la estructura de la presente investigación. El trabajo se divide en dos partes. La inicial atiende las respuestas dadas al problema de la vindicación de la Empresa Americana por los tratadistas. La segunda parte de la investigación revisa el tema en las crónicas, la poesía y el teatro. La primera parte planteará, en un primer inciso, los problemas y soluciones dados desde el inicio de las discusiones cifradas con el nombre “Duda Indiana” hasta la promulgación de las Leyes Nuevas de Burgos. El inciso central expone las disceptaciones dictadas durante la Disputa de Valladolid, pero considerando escritos que Bartolomé de las Casas redactó al final de su vida. Tal desfase cronológico obtempera el desarrollo final de las ideas del dominico sobre la vindicación que marcaron la opinión aceptada por la Corona de Castilla. El tercer inciso considera tratadistas, juristas y teólogos posteriores a la Disputa de Valladolid. Se trata de una selección del inmenso número de documentos relacionados con el problema. Tan sólo el estudio del problema en los teólogos de la «Segunda Escuela de Salamanca» hubiera traspasado los límites de este trabajo. Si bien los documentos tratados ignoran el número de participantes, sí ofrecen las posiciones principales defendidas al respecto. Algunos de ellos son contemporáneos al suceso vallisoletano, terceros pertenecen a dicha «Segunda Escuela de Salamanca», y los postrimeros escribieron en el siglo XVII, fijando la opinión de la Corona en la Recopilación de Leyes de Indias de 1680.28


La cita de tal Recopilación merece breve digresión justificante. En la segunda mitad del siglo XVI la Corona ordenó la recopilación y sistematización de leyes y ordenanzas promulgadas para el gobierno de los reinos ultramarinos. El número de ensayos realizados fue inmenso. Si se excluyen las Ordenanzas de 1524 (perdidas o inexistentes), las de 1542-1543 son las primeras. A más de estas Ordenanzas, deben mencionarse, como significativas para la legislación indiana, las Leyes de Burgos de 1512-1513, las Ordenanzas de Zaragoza de 1518, las Instrucciones y Capítulos de 1523, las Instrucciones de 1523, las Ordenanzas de Toledo de 1528 y la Ley de Sucesión de 1536. Todas definieron en mayor o menor medida el aparato de las de 1542-1543. En las Leyes y Ordenanzas nuevamente hechas para la governación de las Indias, proclamadas por Carlos V en Valladolid (1553) no se trata en ningún punto el problema de los títulos justos. Años después, Felipe II promulgó las de 1571, luego suprimidas por las suscritas por Felipe IV en 1636. La famosa Recopilación de leyes para las Indias de 1680 incorporó los ítems de las precedentes, prefiriendo las de 1636. En el siglo XVII los nombres ilustres dedicados a tal tarea se suman: Fray Benito de Peñalosa y Mondragón, Pedro Fernández del Pulgar y Diego de Avendaño. Pero el mayor fue Juan de Solórzano Pereira, que dedicó enorme erudición al tema en sus Disputatione de Indiarum iure, sive, de iusta Indiarum Occidentalium inquisitione, acquisitione et retentione y su Política Indiana. En la primera obra dedica, en el libro II, veinticinco capítulos y otros ocho en el libro III a acreditar la justicia de los títulos de España en América, invocando una profusión anegante de citas bíblicas y jurídicas. En la segunda obra, la Política Indiana, dedica al tema cuatro capítulos, explicando que tan sólo se trata de un resumen de los conceptos principales expuestos en su anterior escrito. Los argumentos son, en casi todos los casos, recapitulaciones de redarguciones hechas en el siglo precedente, es decir, en el XVI. No obstante, la selección de ideas propuesta por Solórzano Pereira en la mitad inicial del siglo XVII será la que marque, en teoría, la opinión cifrada en la Recopilación de Leyes de Indias de 1680 (véase el apéndice 5.11 en la página 465). Tal recopilación cierra las discusiones sobre el tema en el período de los Habsburgo que terminaría poco tiempo después con la guerra entre Austria y Francia. Tal razón avala su mención en el contexto de este trabajo.


La segunda parte de la investigación revisa, como se ha dicho, el problema en los cronistas, poetas y dramaturgos. Las crónicas tratadas pertenecen, en su mayoría, a la segunda mitad del siglo XVI. Las obras poéticas pertenecen tanto a este período como al siguiente siglo. Las obras de teatro son, con excepción de una, todas del siglo XVII. El caso de las crónicas presenta un interés singular. El número de obras conservadas de casi todas las regiones del continente impone la selección. Tal se hizo considerando si hacía referencia directa al problema de la incorporación del territorio a la Corona de Castilla. El tema lo encontramos con frecuencia en aquéllas escritas en el XVI, pero es ignorado en los textos del siguiente siglo. Dos factores pueden explicar el hecho. Por un lado influyó la interdicción de la Corona, en la segunda mitad del XVI, de continuar los estudios de la Antigüedad americana. La situación histórica y la costumbre, después de más de cien años, sancionaron el inicio de la Empresa Americana. Lo sorprendente del hecho es la falta de interés de los cronistas posteriores de exprimir la opinión de la Corona. La situación abre las puertas a la especulación.


En cuanto a las restantes obras literarias la situación es otra. A pesar de las noticias, son poquísimos los motivos americanos que ingresaron al romancero tradicional o al culto. Los casos conservados se cuentan con la mano y serán considerados aquí. Diferente es el caso relativo a la poesía épica. Desdeñada durante mucho tiempo, la épica hispana aún no ha sido adecuadamente estudiada. El número de obras conservadas suma varias centenas, pero muy pocas han sido reeditadas. La mayor parte de las obras de mayor cuantía del género no fueron escritas en España, sino en América. Esto podría explicarse por las condiciones bélicas de la historia entonces reciente si no fuera porque muchas obras ignoran los sucesos de la conquista y relatan temas bíblicos, hagiográficos retomados de la Leyenda áurea y, aun, de la materia de Bretaña. Dado que los resultados pertinentes al problema de la vindicación de la Empresa Americana son homogéneos dentro del género, la selección prevista para ser estudiada aquí es pequeña. Allende revisar el problema en los grandes poemas épicos de finales del XVI, consideraré una obra desconocida, escrita en México en el siglo XVII, y publicada medio siglo después. La Octava Maravilla de Francisco de Castro es un poema dedicado a la aparición de la Virgen de Guadalupe donde se retoman los elementos principales de la teología guadalupana desarrollada en la segunda mitad del siglo XVII. Su amplio tratamiento del problema estudiado refleja la opinión de los teólogos mexicanos al final del reinado de los Austrias.29


Al final del trabajo se revisan las comedias que tratan tal problema. Ante la importancia de la Empresa Americana para la vida pública peninsular esperaríase una presencia mayor de los acontecimientos ultramarinos en los escenarios españoles. Tal no es el caso y el número de obras que tratan temas americanos es reducido. Con dos excepciones, una obra del siglo XVI, Las Cortes de la Muerte, y dos escritas en los años ochenta del XVII debidas a Sor Juana Inés de la Cruz, el período de su composición abarca las iniciales seis décadas del siglo XVII. A pesar de haber sido escritas en situaciones diferentes, todas estas últimas presentan una unidad atinente al problema indagado. La excepción, como se ha dicho, son dos de las tres loas para sus autos sacramentales escritas por Sor Juana, lo que justifica su estudio en un capítulo propio. Tales loas a los correspondientes tres auto sacramentales escritos por Sor Juana tocan el problema de la libertad del individuo frente a la Primera Causa; el problema de la conquista material y, el problema de la conquista espiritual con sus resultancias ontológicas impuestas por la delimitación de los espacios de acción de la libertad de elección por la conversión o repudio del gentil. Esto se corresponde con los tres elementos señalados del proceso civilizador español, a saber: la Duda Indiana, la disputa de auxiliis y el proyecto civilizador jesuita. El estudio dedicado a estos aspectos de las tres loas de Sor Juana sigue siendo una desiderata.


El volumen se completa con un conjunto de apéndices donde se recopilan textos de difícil localización, con frecuencia mencionados en el trabajo, o cuya cita en el cuerpo de la investigación hubiese sido excesiva por sus proporciones. Son éstos la bula de Alejandro VI en traducción al castellano (apéndice 5.1, en la página 415), el tristemente célebre Requerimiento (apéndice 5.2, en la página 419), una bula de Paulo III (apéndice 5.3, en la página 423), un fragmento de una relección de Vitoria en traducción al castellano (apéndice 5.4, en la página 425), un capítulo de la Historia General de Fernández de Oviedo (apéndice 5.5, en la página 431), dos fragmentos debidos a Cervantes de Salazar correspondientes a la translatio imperii de la potestad cifrada en la Corona azteca a la castellana (apéndices 5.6 y 5.7, en las páginas 435 y 437), una misiva del emperador Carlos V y unas Instrucciones dictadas por el mismo monarca (apéndices 5.8 y 5.9, en las páginas 439 y 443). He considerado pertinente reproducir el Canto II de La Octava Maravilla de Francisco de Castro (apéndice 5.10, en la página 447). El poema se imprimió una sola vez a principios del siglo XVII y sigue siendo casi totalmente desconocido. Tan sólo se conocen algunas pocas estrofas y los ejemplares de la edición antigua son tan escasos que se llegó a considerar perdida la obra.30 El siguiente apéndice contiene el texto de la 1a Ley del título 1o del libro III de la Recopilación de las Leyes de los Reinos de Indias de 1680 (apéndice 5.11, en la página 465). En los postrimeros incisos del apéndice incluyo los textos completos de las loas a dos autos sacramentales de Sor Juana Inés de la Cruz. Las obras, aunque poco conocidas, son relativamente accesibles en diversas ediciones además de la magna edición comentada de las Obras Completas (1955). A pesar de ello, la singularidad de tales obras dentro del contexto del problema tratado justifica su reproducción para que el lector pueda tener acceso inmediato al texto (apéndices 5.12 y 5.13, en las páginas 467 y 487).


De tal manera, el trabajo estudia, en la parte inicial, el desarrollo de tales ideas en tratados jurídicos y teológicos, y en la segunda, en las obras literarias en donde he localizado el tema. De tal modo, el conjunto ofrece una visión del problema durante el reinado de los Austrias.







1 Los siguientes datos mencionados aquí de modo esquemático serán tratados en el cuerpo del estudio.


2 Al respecto confróntese el amplio estudio de Ziegler (1969).


3 Sobre el desarrollo histórico de la encomienda véase Pérez Fernández (2001: 31-33). Explica Saranyana (1999: 96): «Por la “encomienda”, un grupo de indios quedaba obligado a trabajar o a rendir un tributo a un español, que se constituía en encomendero, con la obligación de ocuparse de la formación cristiana de los indios “encomendados”. Si bien algunos encomenderos cumplieron con esta obligación religiosa, otros explotaron a los indios sin ninguna preocupación catequizadora. La encomienda se inspiraba en las formas de explotación de la tierra, que rigieron en la península ibérica durante el medievo, derivadas del vasallaje feudal. Tales relaciones exigían una prestación laboral, económica y militar, por parte de los vasallos, a cambio de la protección ofrecida por el señor a sus vasallos en caso de guerra, atropellos u otras calamidades. Con el tiempo, los vasallos pasaron a depender hasta tal punto del señor, que estaban ligados a la tierra casi irremisiblemente. Siendo libres de iure, en la práctica eran siervos (los siervos de la gleba). Los siervos de la gleba, afectos a una heredad, aunque ésta cambiase de dueño, provocaron grandes revueltas en toda Europa, desde mediados del siglo XV a mediados del siglo XVI».


4 El concepto lo crea Julián Juderías en 1914. Al respecto véase Juderías (1974). Estudian el concepto Arnoldsson (1960), Gibson (1971), y García Cárcel (1992).


5 El texto dicta (Pérez Fernández 2001: 25-26): «Al tiempo que nos fueron concedidas por la Santa Sede apostólica las islas y tierra firme del mar Océano descubiertas y por descubrir, nuestra principal intención fue, al tiempo que lo suplicamos al papa sexto Alejandro, de buena memoria –que nos hizo la dicha concesión–, de procurar de inducir y traer los pueblos dellas y los convertir a nuestra santa fe católica, y enviar a las dichas islas y tierra firme prelados, religiosos y clérigos y otras personas doctas y temerosas de Dios para instruir (a) los vecinos y moradores de ella en la fe católica y los enseñar y dotar de buenas costumbres y poner en ellos la diligencia debida».


6 El texto dicta (Fernández de Navarrete 1954: 338-342): «(…) pues a Dios Nuestro Señor plugo por su alta misericordia descobrir las dichas islas e tierra firme al Rey e a la Reina (…) por industria del dicho don Cristóbal Colón, como almirante, visorrey e gober nador dellas, el cual ha fecho relación a sus Altezas que las gentes que en ellas falló pobladas, conoció dellas ser gentes muy aparejadas para se convertir a nuestra santa fe católica. Por ende sus altezas, deseando que nuestra santa fe católica sea aumentada y acrescentada, mandan y encargan al dicho almirante (…) que, por todas las vías y maneras que pudiere, procure e trabaje atraer a los moradores de las dichas islas e tierra firme a que se conviertan a nuestra santa fe católica y para ayuda de ellos, sus Altezas envían allá al docto P. fr. Buil (…) y porque esto mejor se pueda poner en obra (…) procure e haga el dicho almirante que todos (…) e los que mas fueren de aquí adelante, traten muy bien e amoro samente a los dichos indios, sin que les fagan enojo alguno, procurando que tengan los unos con los otros mucha conversación e familiaridad, haciendose las mejores obras que ser pueda. (…) e si acaso fuere que alguna o algunas personajes trataren mal a los dichos indios, en cualquier manera que sea, el almirante, como visorrey e gobernador de sus altezas lo castigue mucho».


7 Weckmann escribe (1984: 225): «El interés económico que generó y alimentó aquellas empresas, o sea el afán de lucro y la búsqueda de riquezas, estuvo desde un principio asociado inseparablemente con la consecución de ideales religiosos, algunos tan fantásticos como la pretensión de usar los tesoros encontrados para la reconquista de la tumba de Jesucristo o, más en general, para la propagación del cristianismo».


Al respecto del impulso misionero que motivó el inicio de la Empresa Americana véase Meléndez Ch. (1965: 2-6), Sierra (1944: 452) y Ríos (1957).


8 Tal comunitarismo cristiano como episteme de la cultura hispánica de ambas orillas atlánticas se traduce, por ejemplo, en una tradición teórica jurídica y política singular hispana. Más al respecto en páginas posteriores. Escribe De los Ríos (1957: 26): «De la Contrarreforma surgió el pensamiento jurídico político que va de Luis Vives y Francisco de Vitoria y Fernando Sánchez Menchaca a Francisco Suárez, caracterizado en el primero por la exaltación de la necesidad de una concordia general, para evitar la ruptura de la cristiandad en dos bloques opuestos; en el segundo, por la defensa de los valores en las contiendas bélicas (…) en el tercero, por la necesidad esencial de no forzar las conciencias para incitarlas a abjuraciones que carecen de valor, precisamente por ser forzadas; y en el último, por su famoso De legibus, por defender una idea nueva (…) que es la unidad de la comunidad humana, (…) y por sostener, en lo que se refiere al poder del Estado nacional, la sumisión del principe a la ley».


9 Al respecto véase el estudio del italiano Giuseppe Prezzolini Machiavelli anticristo (1954). Escribe De los Ríos (1957: 24): «Mientras en Francia la semilla maquiavélica encontraba un terreno estéril, en España el maquiavelismo tuvo la fuerza de engendrar la oposición más formidable y, para aquel tiempo, más nueva».


10 Véase al respecto, en este volumen, el apéndice 5.3 en la página 423.


11 Varios investigadores han llamado la atención sobre tal suceso, sin que su singularidad, importancia y consecuencias hayan sido valuadas correspondientemente. Mechoulan (en Rigaux 1988: 11) escribe: «Si l’on songe aux thèses césaristes, à leur violence simpliste, toutes imbues de punitions à l’égard d’horribles sauvages porteurs de tous les vices, si l’on pense à la farce du requerimiento, parodique injonction adressée en espagnol aux Indiens ou, en l’absence de ceux-ci, à un rivage désert pour leur apprendre qu’ils doivent se conduire désormais en fidèles et loyaux sujets de Sa Majesté très Catholique, la volonté de refléchir sur le droit à la colonisation des Amériques par les Espagnols est incontestablement meritoire et louable. Aucune nation, à notre connaissance, de 1492 à nos jours, ne s’est vraiment embarrassée d’une telle réflexion».


12 La destrucción de los reinos mayas sucedió después de 1549 por órdenes de Francisco de Montejo.


13 Dedicado al estudio de las Bulas Alejandrinas, sus fundamentos jurídicos y los límites de la potestad papal e imperial sobresale el trabajo de Castañeda Delgado (1996).


14 Escribe Pérez Fernández (2001: 30) al respecto de los sucesos acaecidos durante el gobierno de Colón en la Española: «(…) Pero los Colones (Cristóbal y Bartolomé), además de esclavizar a los indios cautivados en las guerras de sometimiento, de represión de alzamientos o rebeliones contra el señorío español (en concreto, colombino), y tratarlos como a esclavos, al resto de los indios los repartían entre los españoles –o consentían que ellos los tomasen– para su servicio y beneficio. Servicio personal forzoso. Así nacieron, como por generación espontánea, los llamados “repartimientos” de indios no esclavos para el trabajo en minas y grangerías en provecho de los españoles. (…) Estos “repartimientos” son los antecedentes inmediatos de las “encomiendas”».


15 En 1988, cuando Adorno escribe su ensayo, el cuestionamiento del término «colonia» y «colonial» para referirse al período virreinal de la historia latinoamericana aún se aceptaba plenamente. Octavio Paz duda de tal término, indicando su falta de precisión y su falsedad histórica. Al respecto véase en este volumen la nota al pie 65 de página 223.


16 En subsiguientes páginas se mencionarán los trabajos de mayor consideración. Aquí me limito a Menéndez Pidal por haber marcado la opinión atinente en la segunda parte del siglo XX.


17 Miaja de la Muela (1948-1949) establece las bases teóricas para poder hablar de la existencia de una escuela internacional de pensamiento jurídico y teológico español de los siglos XVI y XVII llamada «Escuela de Salamanca». Pereña (Juan de la Peña 1982) divide el conjunto en una «Primera» y una «Segunda» Escuela de Salamanca. Al respecto de la Escuela de Salamanca véase Truyol y Serra (1961/1987: 250). Al respecto de la «Segunda Escuela de Salamanca», véanse en este volumen las notas 47 y 12 en páginas 74 y 191. Abril Castelló (1998: 272) propone la clasificación del nutrido número de participantes de la Escuela de Salamanca en tres generaciones. Tales tres grupos, considera, estuvieron activos, correspondientemente de 1523 a 1546, de 1544 a 1566, y de 1566 a 1616. Cada uno de los tres grupos fue dominado por la obra de un personaje, a saber, respectivamente Francisco de Vitoria, Bartolomé de las Casas y Francisco Suárez. La proposición ensaya una mayor diferenciación en el inmenso corpus de materiales en su mayoría inéditos hasta los últimos lustros del siglo XX. Para su proposición, Abril Castelló se basa en los resultados de las ediciones, en su mayoría príncipes, del Corpus Hispanorum de Pace. No obstante, el escrutinio de tales volúmenes muestra al lector atento que la cantidad de textos aún inéditos conservados en bibliotecas peninsulares, americanas y en la Biblioteca Vaticana multiplica varias veces el número de obras conocidas hasta ahora. Esta situación promete que muchas opiniones correspondientes variarán conforme siga el rescate y publicación de tal importante corpus. Al respecto véase la introducción de Luciano Pereña a la edición de los textos de Juan de la Peña (1982). Abril Castelló es hoy en día uno de los mayores especialistas en el estudio de la Escuela de Salamanca. Una gran parte de la bibliografía de sus estudios correspondientes puede consultarse en Abril Castello (1998: 272-273).


18 La denominación «Siglo de Oro», cual toda periodización que no conlleva la exacta caracterización de su objeto, resulta sólo una nomenclatura. La clasificación en cuestión implica el mito de la «literatura nacional», el cual resulta productivo para aquellas edades cuya producción se sustenta en tal mito (Küpper 1990: 8). El nombre fue acuñado por los ilustrados de la segunda mitad del XVIII para periodizar el pasado cultural. La intitulación signaliza una época de esplendor contrastada con otra supuestamente decadente y reprobada por los principios estéticos de la Ilustración. El período de esplendor así denominado fue el del reinado de Carlos V y Felipe II, y sus humanistas (los hermanos Valdés, Sepúlveda, Las Casas, Vitoria, Cano, Soto), poetas (Juan de la Cruz, Garcilaso de la Vega, Fernando de Herrera), compositores (Cabezón, Cristóbal de Morales, Francisco Guerrero, Tomás Luis de Victoria) y artistas plásticos (El Greco y Francisco Herrera). Tal edad áurea contrasta, conforme la idea ilustrada, con la supuesta obscuridad del siglo XVII representada por pensadores como Molina, Báñez, Suárez, Gracián; escritores como Cervantes, Lope de Vega, Calderón de la Barca, Ruiz de Alarcón y Tirso de Molina; compositores como Hidalgo, Cererols, Correa del Arauxo, y pintores como Diego Velázquez. En oposición a tal idea ilustrada, los románticos iniciaron el aún inconcluso rescate del siglo XVII español ampliando los alcances del concepto de «Siglo de Oro» a toda la regencia de los Austria (cf. Rozas, en Rico 1983: 64-67). Para evitar confusiones emplearé la denominación «Siglos de Oro» (en plural) siguiendo el dictado de Francisco Rico (1983) para los siglos XVI y XVII, y discerniré cada uno utilizando las categorías históricas «Renacimiento» y «Barroco». La ampliación realizada por los románticos del concepto a los dos siglos tuvo dos resultancias: la valoración de edad áurea se extendió al XVII, rescatándose el Barroco (literario) español, pero aplicó la apreciación de «decadente» a la fecunda producción del XVIII. Tal usual calificación es una secuela del concepto literario y posterior proceso de canonización de obras promovido por los románticos. Mientras en recientes décadas la producción cultural francesa e inglesa del XVIII recuperó el favor del estudioso y del público, la opinión cifrada en el concepto de «decadencia cultural» sigue aplicándose a la producción correspondiente del mundo ibero a pesar de que los empeños ya realizados por rescatar el siglo XVIII ibérico revelen el brillo de tal siglo hispano. Recientes revaluaciones de la obra filosófica y científica de los jesuitas expulsos; de pintores (Miguel Cabrera o la Escuela Cuzqueña), de compositores como Antonio Soler, Vicente Martín y Soler, Antonio de Literes, José de Nebra y la inmensa producción musical de los reinos españoles americanos descubierta en las catedrales virreinales y en las misiones jesuíticas de la Amazonia desmienten tal opinión negativa.


19 Al respecto véase la bibliografía señalada en la nota de pie de página n.° 4 de la introducción de este volumen.


20 Weckmann señala (1962: 95) que el vocablo «Renacimiento», tal como lo delimitó la historia del arte decimonónica alemana en la pluma de Burckhardt y sus seguidores, y que se ha mantenido incólume hasta nuestros días, es confusa. Escribe Weckmann: «El vocablo “Renacimiento” se presta a confusiones. En el sentido en que lo emplearon Burckhardt, Voigt y Symonds, en relación con los siglos XV y XVI en Italia, significó un renacer de estudios y de intereses, más o menos apagados desde la Antigüedad clásica. Las investigaciones históricas de los últimos tiempos han rectificado mucho ese punto de vista: lo que ocurrió realmente en la Italia “renacentista” fue más bien una transformación en las concepciones del mundo y de la vida, que dio por resultado la adopción de un nuevo punto de vista normativo de los estudios. El interés fundamental se vio desplazado del examen de las cosas divinas al estudio de las cosas humanas, o –por así decirlo– se fue abandonando la ética en favor de la estética. La tradición humanista que prohijó ese fenómeno traza sus orígenes por lo menos hasta el siglo XII, y es por lo tanto en esa centuria en donde debe buscarse la génesis del “Renacimiento”, si por tal entendemos un avivamiento de los estudios».


La tesis de Curtius (cf. Europäische Literatur und lateinisches Mittelalter) que niega la existencia de un Renacimiento en España tuvo una amplia recepción. Tal aserto se explica por dos razones. En los siglos XVIII y XIX se constituyó un canon cultural de Occidente con un centro gravitacional localizado en Francia que incluía a Italia e Inglaterra, pero relegaba a la cultura hispana de ambas orillas atlánticas. En contra de esta opinión se han escrito importantes obras que rebaten tales afirmaciones. Al respecto considérense, entre muchos otros, los trabajos de Rico (1978) y de Gil Fernández (1981). La causa del desconcierto de los estudiosos transpirenaicos debe buscarse, a mi modo de ver, en el diverso proyecto propuesto en España que instimuló extrañeza allende los Pirineos (véase H. Friedrich Der fremde Calderón, 1966). En otras palabras: se buscaron estructuras cognitivas y estéticas propias de otras latitudes, pero desconociéndose lo propuesto en el mundo hispano para explicarlo. El aserto de Curtius debe considerarse nacido de una ignorancia circunstancial. Una gran parte de las obras del Renacimiento español no han sido reeditadas o quedaron inéditas. El caso no es singular de las obras de Juan Luis Vives, Vitoria, Soto, Cano, Sepúlveda, Veracruz, etc., que fueron editadas hasta épocas recientes. Las Casas no tuvo una edición completa hasta la postrer década del siglo XX, existiendo textos fundamentales de su producción sólo en ediciones antiguas, reimpresiones de difícil acceso o que se hallaban inéditas. Tal primer intento en 14 volúmenes, que pretende reunir la totalidad de sus escritos, preterminó su aún disperso epistolario. Autores como Báñez y Molina pueden leerse aún hoy sólo en ediciones antiguas venecianas y romanas. La situación no es exclusiva de los autores del siglo XVI como lo demuestra el hecho de que en la actualidad se prepare en Alemania la primera edición crítica de los autos sacramentales de Calderón de la Barca. La situación para la mayoría de los escritores y compositores hispanos de ambos lados del Atlántico es aún peor.


21 Las ideas de Foucault han gozado de una amplia recepción y no exigen mayor comento ni exposición.


22 Similar también la opinión de Weckmann. Al respecto véase la nota a pie n.° 20 de esta introducción.


23 Echeverría (1998: 34) diferencia entre los elementos de la vida civilizada y los de la vida moderna explicando que «la presencia de estos últimos parece, si no agotar, sí constituir una parte sustancial de las condiciones de posibilidad de los primeros».


24 Es de lamentarse la falta del estudio del proceso civilizatorio de los jesuitas en América en el contexto del proceso de la modernidad. El libro de Gerbi (1955), en sus capítulos correspondientes, sigue siendo, desde el punto de vista historiográfico, referencia obligatoria al tratarse el tema. Otras obras más recientes que exigen consideración son las debidas a Osorio (1989; 1991). Ronan ha subsanado con su amplia investigación (1993) una falta dentro de los estudios correspondientes, mostrando la necesidad de trabajos similares dedicados a los jesuitas ilustrados exiliados en Roma. Ante todo, es absoluta prioridad la edición de la gran cantidad de sus manuscritos aún inéditos guardados en la Sociedad de Jesús en Roma. Esto es imprescindible para poder superar el absurdo prejuicio que con sidera culturalmente decadente el siglo XVIII hispano. Relacionado con esta superación del prejuicio a partir de la edición de obras deben recordarse los importantes y recientes rescates de la música compuesta por los jesuitas americanos en las misiones del Paraguay efectuados por Bernardo Illary y otros musicólogos.


25 Esto, como indica Hirschberger, es el inicio de una filosofía moderna católica que, según mi proposición, es uno de los constituyentes, aún no estudiado de modo satisfactorio desde el aspecto del proyecto de modernidad dictado en el mundo ibero. Hirschberger escribe (1991: 70): «Vor allem aber hat die spanische Scholastik des 16. Jahrhunderts den positiven Ertrag der mittelalterlichen Scholastik gefaßt und an die Neuzeit weitergegeben, und zwar so, daß man darin den Kern einer möglichen katholischen Philosophie besaß, die Antwort geben konnte auf die Fragen einer neuen Zeit. Thomas selbst war ja inzwischen wie Aristoteles zum Klassiker geworden. Aber durch den Lauf der Zeiten, besonders jedoch durch die Kritik der Nominalisten und Scotisten, waren auch neue Probleme entstanden. In der Auseinandersetzung damit kommt es jetzt zu einer eindrucksvollen Synthese, die zur philosophischen Basis wird für das neue geistige Leben, das in der weltumspannenden Monarchie der Habsburger im 16. Jahrhundert einsetzt».


26 A pesar de esto, las ideas propuestas para explicar la función semiótica de los emblemas y jeroglíficos como sistema hermenéutico de la realidad coinciden con su amplia teoría sobre las características del Barroco. Escribe Paz en relación a los emblemas y los jeroglíficos (1982: 220-221): «Entre los atributos de la realidad estaba el ser simbólica: ríos, rocas, animales, astros, seres humanos, todo era un jeroglífico, sin cesar de ser lo que era. Los signos adquirieron la dignidad del ser; no eran un trasunto de la realidad: eran la realidad misma. O más exactamente: una de sus versiones. Si la realidad del mundo era emblemática, cada cosa y cada ser era símbolo de otra. El mundo era un tejido de reflejos, ecos y correspondencias».


27 Atinente la diferenciación entre textos no literarios y literarios véase Küpper (20011: 205-212) que discierne, respectivamente, entre el discurso exacto y el discurso híbrido conglutinante de elementos de aquéllos. Para mi investigación considero sus ideas y, consecuentemente, me alejo de las de Mignolo (1981), que considera la inclusión de las Crónicas dentro de la historiografía literaria por su supuesto predominante grado de ficcionalidad que les descarta toda fidedignidad histórica. El problema de tal interpretación, amén de ignorar las ideas de Küpper, es que parte de epistemes historiográficos de conocimiento taxonómico y no considera que tales textos se construyen con base en otras estructuras epistemológicas.


28 La dimensión del conjunto rescatado impone la necesidad de realizar investigaciones parciales antes de lograr el resumen en un sólo ensayo. En este sentido se dirige gran parte de la obra de Venancio Carro (1951: 701-703). Otros trabajos son los debidos a Manzano Manzano 1950, Goti Ordeñana 1999, Hanke 1943 et al. Finalmente, como un estudio general sobre las recopilaciones véase Pérez Fernández (2001: 478-487 y 529-538).


29 Al respecto véase mi artículo (1999).


30 Se encuentra en prensa mi edición crítica de la obra en el Fondo de Cultura Económica.




2.


DE LA VINDICACIÓN JURÍDICA
DE LA EMPRESA AMERICANA
EN LOS TRATADISTAS





2.1.


DE LOS INICIOS HASTA LA PROMULGACIÓN
DE LAS LEYES NUEVAS DE BURGOS



2.1.1. INTRODUCCIÓN



Cuando Colón tomó posesión de las tierras descubiertas en nombre de los Reyes Católicos se basó en las Capitulaciones de Santa Fe del 17 de abril de 1492 y los títulos a su favor de almirante, visorrey y gobernador de lo que se descubriese a partir del 30 de abril de 1492. La toma de posesión se realizó con base en el Derecho castellano desarrollado a partir del Derecho romano justiniano y el Derecho germánico, aunque Colón no había recibido de la Corona una fórmula definida de toma de posesión. El título fue el de descubrimiento y adquisición dado que lo descubierto se consideraba res nullius, aunque estuviese habitado, puesto que no se les atribuía derecho a los gentiles (Pérez Fernández 2001: 23).


Poco antes de la promulgación de las Leyes de Burgos de 1512 se iniciaron los debates para acreditar, de modo ético y jurídico, la Empresa Americana. Tales se extendieron hasta 1680, cuando se publicó la Recopilación de las Leyes de Indias. La intervención en tal debate de los teólogos, filósofos y pensadores peninsulares más granados caracterizó las primeras siete décadas del siglo. De estos años data la mayor parte de la documentación, aunque en Manila se siguió examinando el tema hasta los años iniciales del siguiente siglo. Si bien es significativo el número de documentos conservados, la mayoría de ellos retoman resultados dictados en Burgos en 1512, en 1542 y durante la Disputa de Valladolid. Las discusiones se concentraron, al principio, en dos puntos. El primero ensayó legitimar el dominio de la Corona castellana sobre las Indias Occidentales. El segundo, luego de escrutar la naturaleza de los indígenas, consideró el mejor régimen para América con base en reflexiones sobre la esclavitud, la encomienda (véase la nota n.° 3 de la Introducción), la capacidad intelectiva y social del indígena, los derechos de los príncipes autóctonos, los medios de evangelización y las secuelas a su resistencia, es decir, indagaba el estatuto para gobernar al indígena. Mas, en realidad, el segundo punto dependía de la resolución del primero. Para estatuir la legitimidad del dominio de la Corona castellana sobre las Indias Occidentales se desarrollaron inicialmente proposiciones resumidas en títulos de origen medieval. Éstos se remontan al «Otoño de la Edad Media» español cuando se constriñeron las reglamentaciones de Alfonso X el Sabio con el fin de sentar términos justificantes de la detención del poder. La de mayor peso, la novena del Título I de la Partida II, enumera y define las vías para ganar el señorío de un reino. Resumidos, los cuatro títulos dictados por la ley alfonsina establecían la obtención de la potestad por herencia, por voluntaria elección, por matrimonio con heredera de reino, y por concesión pontificia o imperial.1


La duda de la legitimidad de la anexión de un territorio ultramarino a una Corona, cual lo sucedido con los reinos americanos, tenía antecedentes jurídicos. Uno de ellos fue solventado en el Tratado de Alcaçobas (4 de septiembre de 1479), ratificado por la bula Aeterni Regis de Sixto IV, en el que Castilla sancionó las donaciones papales a favor de Portugal de las islas inventadas (Madera, Azores, Flores, Cabo Verde entre otras)2 reteniendo el derecho a la ruta de Canarias y la posesión de tal archipiélago. Con base en tal tratado, los Reyes concedieron a Colón el gobierno de toda nueva ínsula hallada en el camino a India por la ruta de Canarias. La invención de las Indias Occidentales y su anexión a la Corona castellana dictó varios problemas. La falta en un reino de un príncipe cristiano se consideró título suficiente para vindicar su enajenación a la potestad de otra Corona. Con base en tal título, Colón interprendió las ínsulas inventadas. Problema mediato fue dicho Tratado de Alcaçobas, por el cual el rey Juan II de Portugal gozaba el título de «Señor de la Mar»3 y, por resultancia, la facultad de amojonar las nuevas tierras. En entrevista con Colón, exprimió su deseo de solventar con la Corona de Castilla el problema por vía diplomática, eximido de intervención papal. Esto no sucedió. La Corona castellana acudió a Roma libelando intervención.4 El acto obtemperó a dos razones: evitar la confrontación con la Corona lusitana y la endeblez argumental esgrimida por Castilla, conforme las Partidas alfonsinas, de la reivindicación de territorios inventados. La primera y tercera regla de tal cuerpo, por vía de herencia y por vía de matrimonio con heredera legítima del reino, fueron suspensas. Tan sólo restó la segunda vía, por voluntaria elección, y la cuarta, por concesión pontificia o imperial. La segunda fue excluida por los sucesos quedando tan sólo la cuarta regla alfonsina. El título de donación papal gozó de una larga tradición durante el Medioevo estribado tanto en la idea de preordinación, como también en la concepción del Papa que, como vicario de Cristo, fue sancionado señor de todo el mundo sin discernir entre potestad espiritual y secular.


A más del título de donación papal, invocáronse en el caso de América, terceros razonamientos avalantes de la anexión. Tales partían de la inferioridad de los americanos para, luego, desconocer su derecho a hacienda, su capacidad de organización social y el poder legítimo de sus señores. La idolatría, los sacrificios humanos y los pecados contra naturaleza se consideraron razones suficientes para vindicar una intervención militar. Al fin, se aplicó el título de invención y del «ius belli». Diez años después del inicio de la Empresa Americana, se cuestionó la legitimidad y el alcance de tales títulos.


2.1.2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS



La capitulación concertada el 5 de septiembre de 1501 para regular la población de La Española estipuló un número de emigrantes que, avecindados en libertad y sin salario, debían comprometerse, en circunstancia necesaria, a servir con las armas al sostenimiento de la organización de la neotérica sociedad. Se destinó a la Corona un alto porcentaje tributario tanto de las granjerías españolas como de la producción indígena. El americano se consideró un individuo libre, tan sólo ligado al español para aprender la técnica de la explotación algodonera. Los españoles podrían beneficiarse de la producción como pagamento de su enseñanza. Como parte final, se consideró un monopolio económico de todo haber remunerable reservado a la Corona. Las limitantes constreñidas al enriquecimiento de los colonos instimularon inconformidades que dieron lugar, en marzo de 1503, a la promulgación de instrucciones reales, aconsejadas por el gobernador de la ínsula, fray Nicolás de Ovando. En ellas se propuso la creación de poblaciones indígenas dirigidas por un español comprometido a transmitir sus nociones de la doctrina cristiana, las costumbres de Castilla, los principios de justicia, el uso del dinero, la fábrica de casas, iglesias y hospitales, y el pagamento de tributos y diezmos. Estas instrucciones se ampliaron con nuevas ordenanzas, las tristemente célebres Provisiones de Medina del Campo (20 de diciembre de 1503), que redujeron la libertad de movimiento del indígena e instauraron el trabajo asalariado. Tales regulaciones acabalaron las proclamadas en agosto del mismo año que consentían la esclavización de los indios caribes antropófagos y dieron lugar a las encomiendas. Éstas, si bienintencionadas en su incoación, por su imprecisa fórmula y sus contradicciones engendraron un sistema esclavista.


En 1511 el dominico Antón de Montesinos5 reclamó en un sermón dictado en La Española un mejor trato para la población indígena6 y anunció la decisión de los religiosos de negar la absolución a los españoles. El rey Fernando, a instancia de los isleños, ordenó la presencia de Montesinos en la Corte, donde el dominico expuso la indefectibilidad de una conversión pacífica de los indios al cristianismo (Las Casas 1957: XXVIII). Es interesante señalar que Montesinos no duda de la unidad del género, algo no establecido por bula papal hasta la intervención de Paulo III que, al proclamar la bula Sublimis deus en 1537 (véase el apéndice 5.3, página 423), dio el sustento teológico para la vindicación teológica y, consecuentemente, jurídica de la Empresa Americana dictada por Francisco de Vitoria y la Escuela de Salamanca.7 En la junta8 convocada por el Rey para dirimir el problema se resolvió el caso en siete principios redactados de manera ambigua y en donde, después de confirmar la libertad de los indígenas y recomendar su conversión, se exigió (Las Casas 1957: XXX):


Lo tercero, que Vuestra Alteza les pueda mandar que trabajen, pero que el trabajo sea de tal manera que no sea impedimento a la instrucción de la fe y sea provechoso a ellos y a la república, y Vuestra Alteza sea aprovechado y servido por razón del señorío y servicio que le es debido por mantenerlos en las cosas de nuestra sancta fe y justicia. Lo cuarto, que este trabajo sea tal que ellos lo puedan sufrir, dándoles tiempo para recrearse, así en cada día como en todo el año, en tiempos convenibles. Lo quinto, que tengan casas y hacienda propia, la que pareciere a los que gobiernan y gobernaren de aquí adelante las Indias, y se les dé tiempo para que puedan labrar y tener y conservar la dicha hacienda a su manera. Lo sexto, que se dé orden cómo siempre tengan comunicación con los pobladores de allá, porque con esta comunicación sean mejor más presto instruidos en las cosas de nuestra santa fe católica. Lo sétimo, que por su trabajo se les dé salario conveniente y esto no en dinero, sino en vestidos y en otras cosas para sus casas.


Suportada en estas siete proposiciones, se concertó la codificación de las Leyes de Burgos de 1512, que desmerecieron ante las proposiciones originales solicitadas por los dominicos. Posteriores protestas a tal redacción sólo aquistaron la incorporación en 1513 de cinco aditamentos para proteger a mujeres y niños. El quinto, referente al problema de la esclavitud, nunca fue promulgado y al poco tiempo los privados del Rey disfrutaron los frutos de la encomienda y se ignoró el carácter esclavista de la Empresa. (Cf. Carro 1951; Las Casas 1957; Hanke 1962; Hamilton 1963; Zavala 1964; Hanke 1970; Fernández Santamaría 1977.) Desde la promulgación de las Leyes de Burgos de 1512 hasta 1537, los defensores de la conquista y anexión armada se ampararon en las Leyes de Burgos contra los crecientes ataques de teólogos.9 Uno de sus mayores argumentos se basó en la creencia de la naturaleza animal del indígena americano, para lo cual invocaron diversas autoridades. Una de ellas, san Agustín, dudó (De civ. Dei, XVI: 9) que, en caso de existir los antípodas, descendieran de Adán y, por consecuencia, el sacrificio de Cristo no valía para ellos. En última instancia, esta argumentación les negaba la naturaleza humana. Por su parte, Estrabón aceptó en su Geografía (I, iv 6; II, v 13, 34 y 43) la existencia de antípodas, pero dictó la naturaleza diversa de sus habitantes (O’Gorman 1986: 61-62). La discusión movió a Paulo III a publicar, el 9 de junio de 1537,10 la bula Sublimis Deus,11 donde explanaba que los pobladores americanos no eran animales, sino seres humanos capaces de comprender la doctrina católica.12 El caso es de considerarse, pues con su dictado Paulo III se oponía a los argumentos de autoridad invocados para sustentar lo contrario, lo cual significó, a pesar de ideas comunitarias ya localizables en Cicerón y los filósofos estoicos,13 oponerse a una tradición intelectual argumentativa de mil años. El Papa interdijo, en tal bula, la expropiación de los haberes y el ilotismo de los americanos o de cualquier población aún desconocida en la Europa de la época, aunque fuese ajena a la fe de Cristo. En un breve (Pastorale officium, 29 de mayo de 1537) facultó al cardenal toledano para aplicar excomunión sententiae ipso facto incurrenda a cualquier persona, ignorando su dignidad social, que esclavizara indígenas o los despojara de sus haberes.14 El dictado papal ofreció a teólogos y juristas la posibilidad de defender a los moradores americanos con base en principios del ius naturale. Esto dio, como resultado final, en 1542, la promulgación de las Leyes Nuevas de Burgos, que alteraron de modo radical la situación política de los virreinatos americanos y los derechos de sus habitantes.


2.1.3. DE LA IDEA TEOCRÁTICA DEL PODER



En el discurso correspondiente a la justificación del poder en Occidente es posible identificar dos figuras conocidas como auctoritas sacrata pontificum y regalis potestas.15 La primera de ellas se sustenta en el dictado de san Pablo y la segunda fue desarrollada por Tomás de Aquino. La primera, la desarrollada por san Pablo en la Carta a los Romanos (13, 1 sq), establece la proveniencia divina de todo poder. La concepción desarrollada a partir de tal idea, la cual juzga toda potestad subordinada al vicario de Cristo, se considera como episteme participativo del sistema analógico. La segunda figura, dictada por Tomás de Aquino, se fundamenta en la idea de localizar, en un deseo comunitario como expresión de la razón de la comunidad el origen del poder político y el cual, en la medida en que se constituye, forma el cuerpo racional de la nación. Se ha convenido, dentro de los estudios culturales correspondientes, considerar tal como episteme participativo del sistema taxonómico, aunque, en rigor, se trata de la suplantación de un objeto actuante, el sujeto divino cede ante la razón de la comunidad, y por consecuencia no se puede hablar de un cambio de estructuras de pensamiento. La concepción del poder teocrático determinó el pensamiento escolástico y es la causa de los conflictos correspondientes en los siglos XVI y XVII y, en particular, de las disputas relacionadas con la Duda Indiana. Para entender esto, paso ahora a revisar ambas figuras con mayor detenimiento.


La figura correspondiente al origen abstracto del poder ideada por san Pablo, es decir, aquélla que establece la proveniencia divina de todo poder, se aceptó para justificar el origen del poder espiritual, aunque pronto se coligieron tales ideas, junto con lo dictado al respecto en la primera Carta a Pedro (2, 13), para aplicar el axioma del poder político. Tales argumentos utilizáronse durante el Medioevo para justificar la subordinación del poder temporal al dominio espiritual. La idea se encuentra ya en la Biblia (Daniel: 2, 3; II. Thes.: 2,2; Apoc.: 20, 2), con base en lo cual se justificó la acción papal en la vida civil y, aun, se intentó ver en la potencia espiritual el origen de la potestad secular. Tal idea, denominada «poder directo»,16 es consecuencia inmediata de la noción de la existencia de la teocracia pontifical, según la cual la fuente del poder tiene su sede en el vicario de Cristo. El concepto fue diferenciado a partir del Concilio de Trento concibiéndose el  poder del Papa reducido al mundo cristiano, primero, y, luego, circunscrito tan sólo al católico.17


Después de Inocencio III se hizo común titular al Papa Vicarius Dei. La designación implica un poder universal sobre la humanidad por encima de la potestad temporal, sin distinción entre fieles e infieles. La idea parte de una lectura alegórica del cap. 10 de los Hechos de los Apóstoles, donde se interpretó la Redención como un suceso con efecto para todo el género humano sin discernir entre creyentes o gentiles. Siguiendo esto, Gregorio VII defendió el derecho papal de destituir a los representantes del poder civil, ignorando su rango.18 Ello originó conflictos entre los príncipes y el Papa en la tardía Edad Media, como lo testimonian los problemas entre Gregorio VII y Enrique IV conocidos por los sucesos de Canossa; entre Bonifacio VIII y el francés Felipe IV el Hermoso; entre Juan XXII y Luis de Baviera y muchos otros. Tal poder universal, por otra parte, sirvió al civil, desde el más temprano Medioevo, para vindicar las guerras emprendidas contra los árabes, las conquistas de ínsulas, territorios africanos y, luego, la Empresa Americana y otras acciones bélicas. Para defender sus actos, los príncipes, relegando el derecho de invención, parapetáronse tras concesiones otorgadas por diferentes bulas papales. El derecho de invención perdió su calidad legal y, a diferencia de Inglaterra y de otras naciones europeas, en España, después de las Leyes de Burgos de 1512, fue rara vez invocado para vindicar los hechos ultramarinos.


La idea teocrática del poder fue desarrollada por los pensadores y teólogos19 que redactaron apologías en defensa de Bonifacio VIII en su debate contra el Emperador, y se estribó en la autoridad de san Bernardo y la célebre metáfora de las dos espadas (duo gladii).20 Así, se consideraba la autoridad espiritual por encima de la civil. Su disceptación consideró a Cristo monarca del mundo y a Dios Padre, rey de la esfera espiritual. Al depositar Cristo su poder en Pedro, creían, transfirió el dominio de ambas esferas a las manos de su vicario. Éste, subordinando la civil a su voz, dictaba aspectos espirituales y temporales de fieles e infieles (Carro 1951: 208). El Papa ejercía el poder religioso y temporal, pero delegaba éste al Emperador sin perder la capacidad de nombrar o deponer a sus representantes en cualquier categoría.21 Así, por ejemplo, Santiago de Viterbo, en su De regimine Christiano, niega, en postrimera instancia, la autoridad del príncipe no ratificada por el beneplácito papal. Consecuentemente, esta doctrina calificó la resistencia a la voluntad real como una desobediencia a la preordinación divina, y fue invocada, durante la Empresa Americana, por quienes se opusieron a reconocer la potestad del indígena americano sobre sus haberes y justificaban la exoneración de los príncipes americanos.


Juan de Torquemada, en su Summa de Ecclesia (Carro 1951: 242), educe la potestad papal de la indefectibilidad de un orden en la naturaleza y del fin postrero del hombre. Si tuviese un sólo fin bastaría la potestad civil, mas existiendo en la Causa Segunda una esfera superior que rebasa con su propio fin los límites del siglo, se constriñe, en forma natural, la indefectibilidad de una mano que rebase tales. Tal poder, instituido por Derecho Divino, redúcese a quince puntos, todos de carácter espiritual, de los cuales sobresale la idea de dictar la potestad espiritual no con dependencia causal, sino perfeccionante sobre la civil. Tal niega el dominio temporal del Papa, pero le concede, como luego dictaría Vitoria, cierto derecho de injerencia en el siglo. Los límites de tal se discriminan, de modo ejemplar, en el problema navarro. Palacios Rubios escribió un tratado (De Iustitia et Iure obtentionis ac retentionis Regni Navarrae) para apoyar la enajenación del reino de Navarra a favor de la Corona de Aragón con base en el título de donación papal. El Papa, como vicario de Cristo, había concedido la anexión y ulterior desaparición del reino de Navarra22, y Palacios Rubios23 invocó el caso como precedente para vindicar la anexión de los reinos americanos por efecto de la donación papal cifrada en las Bulas Alejandrinas (véase aquí páginas 67 y ss.).24


Vitoria niega la potestad temporal de Cristo y refuta las ideas teocráticos de Palacios Rubios y sus resultancias de las Bulas Alejandrinas (véase p. 108). Al revisar los textos bíblicos colige que, aun si Cristo hubiese sido rey temporal, se abstuvo de transmitir su potestad a la Iglesia y al Papa. Ignorándose todo paso que hable de su voz temporal, acepta que fue eximido de ser rey temporal por título hereditario, electivo o tercero semejante. Así, toda pretensión temporal del Papa, con base en tales presunciones, queda anulada (cf. Relect. prima De potestate Ecclesiae). Como consecuencia, Vitoria niega la potestad castellana sobre América estribada en la concesión alejandrina al distinguir los alcances de la mano temporal y la espiritual. La primera, la temporal, origínase en el ius naturale y se desarrolla por vía natural. La segunda se desarrolla por vía sobrenatural con base en su origen espiritual. Esto marca una diferencia de grado y no de género. También sanciona el origen divino de la potestad civil en la medida en que es natural al hombre y éste es creación divina. La potestad civil tiene, suportado en lo natural, un origen divino y, a partir del sujeto, uno humano. En su parte divina no interviene la voluntad libre de la Segunda Causa, mientras que es dependiente de ella en la humana conforme los límites de justicia y bondad.25 Lo permanente de la potestad civil se compele a la voluntad humana, mientras que sus características externas son producto de tal voluntad (De potestate civili 5-14). Discriminando en el ser humano un fin natural y otro sobrenatural, cada uno con sus bienes y efectos, sanciona Vitoria la indefectibilidad de una potestad espiritual que conduzca al ser humano a tales fines particulares. Con base en esto, define la Iglesia como una sociedad o república cristiana que, a manera de la civil, también exige una autoridad, pero que no dimana del Derecho positivo, ni del natural, sino que tiene su origen en el divino (Relectio prima. De potestate Ecclesiae, 1). Empero, a diferencia de la potestad civil pertinente a la república, la eclesiástica no está ni primariamente, ni per se en toda la Iglesia. La razón teológica de esto exige la exacta distinción del origen de tal potestad que viene de Dios, a través de Cristo, quien la transmitió a determinadas personas y no a toda la Iglesia. Así estatuye, siguiendo a Tomás de Aquino, que la potestad civil tiene su origen en la sociedad, y su fin es el natural del hombre o de la nación, mientras que la eclesiástica dimana de Cristo y su fin es el ultraterreno. Ambas repúblicas, la civil y la cristiana, son per se sufficiens por apuntar cada una a su propio fin y tener todos los derechos inherentes a la soberanía, acorde a la circunstancia, temporal o espiritual (Relectio secunda. De potestate Ecclesiae). La mano de cada autoridad, la civil y la espiritual, queda circunscrita a su ámbito con la sola posibilidad de intervención en la otra en defensa de sus propios derechos. Vitoria diferencia al considerar el postrimer fin de ambas. Mientras el fin de la civil se circunscribe a su esfera, se discriminan tres puntos decisivos para el de la eclesiástica. El primero sanciona el sometimiento de la civil, si bien no a la potestad temporal del Papa, pero sí a la espiritual. De ello educe una cierta potestad y autoridad de la Iglesia en todo el mundo y, respecto al fin espiritual, una amplia potestad temporal sobre el príncipe (Relectio prima. De potestate Ecclesiae, q. V, prop. 6-8). La contradicción surgida entre estas proposiciones y la inicial tajante negación de la incidencia del Papa en aspectos temporales se resuelve entendiéndose la voz papal sobre las cosas espirituales y todas las temporales en orden al fin espiritual.26 Así, Vitoria dirime las disceptaciones con base en las cuales estribábase la idea de la potestad universal tanto del Emperador como del Papa. La del primero, emanada del civil y del derecho humano, podría ser universal de efectuarse un plebiscito mundial, pero dada su falta está incapacitado para autorizar a los españoles a interprender provincias extranjeras e instituir príncipes en lugar de los depuestos. Aliende, la del Emperador es de jurisdicción, impartiendo justicia y dictando ordenamientos, pero imposibilitada de hacer, de las propiedades y dominios existentes en las Indias, un feudo propio para su provecho. El Papa carece de injerencia civil en el siglo dado que su autoridad circunscríbese a la Iglesia. Por resultancia, le falta toda voz sobre gentiles, infieles y sus posesiones. Aun si el Papa tuviese tal potestad, estaría imposibilitado para transferirla a los reyes, pues ella le sería inherente. Así, Vitoria descarta la anexión de los reinos americanos a la Corona de Castilla por fuerza de la donación alejandrina. Las bulas, deduce Vitoria, sólo conceden derecho a predicar el Evangelio, lo cual, como se verá más adelante, constituye uno de los términos considerados para legitimar la Empresa. Ahora, se ha estatuido la potestad temporal del Papa en la medida de la relación del acto con un fin espiritual. Sólo a partir de esta idea podía encomendar la evangelización a una nación, negándola a otra.


Por oposición a aquélla primera figura de pensamiento referente al origen del poder desarrollada por san Pedro, la segunda figura, dictada por Tomás de Aquino, se fundamenta, como se ha dicho, en la idea de localizar el origen del poder político en un deseo comunitario como expresión de la razón de la comunidad, el cual, en la medida en que se constituye, forma el cuerpo racional de la nación. En su Contra errores graecorum educe la potestad papal, allende de la autoridad bíblica y conciliar, del principio del Derecho Divino dispensado por Cristo a Pedro y sus sucesores. No obstante, marca, tal potencia versa sobre puntos espirituales sin injerencia en negocios temporales. En su razonamiento sanciona la mano temporal de Cristo, mas evoca el paso de Juan XVIII, 36, donde éste dicta la participación de su reino de divergente orbe. Suportado en tal, infiere la restricción del dominio secular concedido a Pedro.27 Partiendo de las aseveraciones hechas por Santiago de Viterbo en su inconcluso De Regno ad Regem Cypri (conocido como De Regimine Principum), Tomás de Aquino discrimina (I, 14-15) entre la autoridad espiritual y la civil. El acto de regir, dilucida, consiste en dirigir al pueblo, cual nave, a puerto seguro. El centro del problema lo localiza en el fin de las cosas, que no reside en sí mismo. Si el término del objeto estuviese en sí mismo, bastaría su conservación que tan sólo compete a Dios. Considerando el fin exterior a sí mismo, al cual se empeña la creación, su gobierno, allende su conservación, atenderá también la conducción a tal meta. El fin de la sociedad, asevera Tomás de Aquino (ídem), concurre con el del hombre (Idem autem oportet esse iudicium de fine totius multitudinis et unius), siendo, allende las metas materiales, su término postrero, el haber espiritual.28 Para cumplir tal postrimer fin resulta indefectible la potestad civil y, ante todo, la autoridad espiritual. Ésta acotará la bonanza del acto pertinente al fin postrero, mientras que la potestad civil, instruida por aquélla, debe conducir la sociedad para alcanzar tal postrer fin. La potestad civil es inaplicable a la potestad espiritual, dada la superioridad en grado de ésta en relación con aquélla. Pero, la potestad espiritual sí puede intervenir en la esfera de acción de la civil, mas tan sólo en lo concerniente a aspectos espirituales.29


Tomás de Aquino propone una figura del poder que ha pasado a formar parte del discurso de la modernidad. Concibe el origen del poder en un deseo comunitario como expresión de la razón de la comunidad. Tal figura suplanta el objeto actuante y el sujeto divino cede ante la razón de la comunidad, por lo que no se puede hablar de un cambio de estructuras de pensamiento. No obstante, se ha convenido en aceptarla como episteme participativo del sistema taxonómico. El problema de la construcción se encuentra en su origen, donde una de las premisas presupone su ser para lograr la constitución de su propio ser.30 Por ello, el axioma corre el peligro, para lograr la resolución del problema, como demuestra Cattin (1999: 30 y ss.), de implicar en razón última la idea teocéntrica del poder. El mismo Tomás de Aquino repite tal idea teocéntrica (In epist Paul ad Romanos, 13, lect I; In II Sent. Diost., 44), pero, luego dicta (IIa IIae, q. 10a 10, véanse aquí notas n.° 12 de la página 191 y n.° 101 de la página 102) una distinción entre el Derecho Divino y el humano estableciendo la no anulación del segundo por efectos del primero.31


Así, no fue hasta el siglo XV cuando se concibió, conforme tal figura de poder, la autoridad del príncipe dimanada de la comunidad, sujeta a la ley y dependiente del pueblo que conservaba la facultad de deponer al arbitrario. Desde el siglo XIV se incorporó la idea de considerar la autoridad política, si bien concedida por la comunidad, proveniente de Dios en postrimer razón.32 Así, la ley no es sólo expresión de la vida social mediante la costumbre, sino que encuentra su origen y legislador en el príncipe. Tal se halla, por consecuencia, sobre la ley, aunque ésta sujete sus actos. Esto le concede al pueblo la capacidad de deponer al príncipe contravenidor del orden.


Durante la controversia entre Luis de Baviera y Juan XXII, Marsilio de Padua redactó su Defensor Pacis, donde limita la potestad papal a una facultad translativa y constitutiva de poder atribuible a algún Emperador. Acorde Marsilio, el dominio del Papa, en calidad de representante de Cristo, reside en la legitimación del poder imperial. La teoría, ofrecida a Luis de Baviera, tenía como postrimer fin restar potestad a Aviñón y transferirla a las manos del señorío civil. Similar en sus intenciones, pero de alcances mayores, es el Breviloquium de potestate papae de Guillermo de Ockham. Su propósito, también, era restringir la voz papal, recurriendo a una clara distinción entre la facultad secular y la espiritual. Occam, con base en la Biblia, discierne entre ambos mandos, limitándolos a sus correspondientes esferas de acción.


Al respecto de nuestro problema, debe recordarse que, desde mediados del siglo XIV, por fuerza de bulas papales, se concedió anuencia a príncipes –en su mayoría lusitanos– de propagar el cristianismo entre gentiles. Esto se inicia en 1344, cuando Clemente VI inviste a Don Luis de la Cerda con las ínsulas Canarias. La práctica alcanzó su cenit con la bula Romanus Pontifex de Nicolás V, pero se conocía desde los ensayos del Papa Inocencio III de crear, bajo mandato papal, una especie de federación de Estados encargados de lograr en sus territorios la implantación del cristianismo y de extenderlo a aquellas latitudes aún no cristianizadas por medio de cruzadas. Con la creciente participación castellana en las empresas marítimas, adjudicóseles a tales bulas calidad mediadora entre ambas naciones peninsulares. Atinente, la circunstancia de mayor fama son las Bulas Alejandrinas signadas en Tordesillas en 1493, que decidieron el orden del mundo americano (véase el apéndice 5.1 en la página 415). Tan arbitraria división de América, propuesta con base en la traza de un meridiano, despertó el recelo de los pensadores españoles que reflexionaron sobre el origen de la potestad papal para dirimir una dubio civil. Su protesta se confrontó a un cúmulo de disceptaciones con tres siglos de antigüedad. A partir de su reflexión, se definió la potestad del Papa, estatuyéndose límites del derecho civil y del ius naturale.33 Los ensayos para aquistar tal escisión se remontan a finales de la Edad Media y sus resultados influyeron el desarrollo de los debates españoles. Esto compele recapitular, para nuestras intenciones, sus fases más significativas.


2.1.4. DE LAS BULAS ALEJANDRINAS



Alejandro VI emitió en 1493 varias bulas relacionadas con el problema de la invención de América.34 Las del 3 y 4 de mayo de 1493 se denominan Inter caetera.35 La primera (3 de mayo de 1493) fija la donación a los Reyes Católicos de las ínsulas y tierras descubiertas y por descubrir hacia Occidente.36 No obstante, el documento limita la donación a aquellas tierras no pertenecientes a otro príncipe cristiano con los derechos y privilegios concedidos a los portugueses. La segunda (4 de mayo de 1493) repite con ligeras variantes lo dictado en la parte primera de la bula anterior, y añade una demarcación a cien leguas, norte a sur, al oeste de las Azores y del Cabo Verde. Otra bula, también del 3 de mayo de 1493, llamada Eximie devotionis, al igual que las luego datadas del 20 de marzo de 1499 y del 16 de noviembre de 1501, resume la primera parte de la primera bula Inter caetera y repite su segunda en forma casi literal. Una última, Dudum siquidem, del 25 de septiembre de 1493, concede a la Corona de Castilla las tierras a inventarse al este, al sur y al oeste de la India, con excepción de las ocupadas por otro príncipe cristiano.37 Otras bulas, como la Piis fidelium (25 de junio de 1493), fueron dictadas en los siguientes meses por el Papa, pero aquéllas en las que recayó el mayor peso jurídico fueron las primeras citadas.


Las daciones papales no eran nuevas en 1492. En 1016-1049 los pisanos prepararon bulas apócrifas que decidían el destino de la ínsula de Cerdeña. En 1342 Clemente VI donó por bula las Islas Canarias y otras a la Corona lusitana, que iniciaba sus empresas en la costa africana y en las Indias orientales. El reino de Ibernia (Irlanda) fue donado por Adriano VI a Enrico II de Inglaterra y sus sucesores con la condicionante de propagar la fe cristiana entre sus habitantes y el pagamento de un tributo a la Iglesia a manera de feudo. Martino V, en 1420, concedió a Portugal tierras africanas y de la India oriental. Tal dación fue extendida y confirmada por bulas subscritas por Nicolás V y Calixto III.38 El fundamento jurídico de las daciones papales reside en la concepción teocrática del poder que concebía la absorción de lo natural por lo sobrenatural y, según la cual, el Papa regía todo el mundo en unidad de poder, siendo señor de fieles e infieles, con potestad de intervención en lo espiritual como en lo temporal y, con poder de trasladar imperios, coronar o deponer autoridades. La concepción fue el fundamento para trasladar el Imperio de Bizancio a Germania, coronar a Carlo Magno, deponer al rey Childerico y coronar a Pipino III.39


Si bien Alejandro VI continuaba una secular tradición eurocentrista, estas bulas distínguense por ser las únicas daciones papales impugnadas en su autoridad por individuos favorecidos por las mismas. Zavala (1988: 33-43) precisa los alcances jurídicos de estos documentos y explica que, al término del incoativo viaje colombino, el rey de Portugal pretendió una expedición a las tierras inventadas, pero fue disuadido por los emisarios de la Corona castellana. De ello resultó el Tratado de Tordesillas del 7 de junio de 1494, que varió la línea de demarcación estatuida por las Bulas Alejandrinas de 1493 a 370 leguas al occidente de las ínsulas de Cabo Verde en lugar de las cien leguas antes propuestas. Para Zavala, las Bulas Alejandrinas no fueron una sentencia arbitral, sino un dictamen sin noción de la Corona lusitana cuando Castilla se aprestaba a iniciar una guerra contra Portugal si ésta insistía en su pretensión de explorar las tierras inventadas. Por una misiva enviada el 4 de agosto de 1493 por los Reyes Católicos a Colón, Zavala educe que, aun antes del conflicto con Portugal, la Corona castellana solicitó y obtuvo del papado la intervención a su favor. En capitulaciones subscritas el 7 de junio de 1491, ambas Coronas se dividieron las tierras por inventar, siguiéndose de ello que Castilla consideraba, en ese momento, propio lo prometido por Colón. En el Tratado de Tordesillas se pide a su Santidad «confirme y apruebe dicha capitulación y mande expedir sobre ello sus bulas a las partes, o cualquier de ellas que las pidiere, poniendo sus censuras a los que contra ella fueren o pasaren» (Zavala 1988: 34). Por ello, dice Zavala, no deben entenderse las bulas como causas jurídicas de los derechos, ni cual interpretación arbitral, sino como documentos con valor de sanción que registran hechos y derechos reales.40
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